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de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Pública y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común).

Sevilla, 24 de marzo de 2003.- El Director Gerente, Juan
Carlos Castro Alvarez.

A N E X O

DNI: 28.307.990-G.
Primer apellido: Barragán.
Segundo apellido: White.
Nombre: Carmen.
Puesto trabajo adjudicado: Servicio de Administración

Interior.
Código puesto: 2140110.
Organismo Autónomo: SAS.
Centro Directivo de Destino: Dirección General de Personal

y Servicios.
Localidad: Sevilla.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

DECRETO 82/2003, de 25 de marzo, por el que
se nombra a don Antonio Ramírez de Verger Jaén,
Rector Magnífico de la Universidad de Huelva.

De conformidad con lo establecido en el artículo 20 de
la Ley Orgánica 6/2001, de 25 de diciembre, de Universi-
dades, y una vez efectuada la proclamación de Rector, con-
forme al resultado de la elección efectuada a este respecto
por la comunidad universitaria de la Universidad de Huelva.

A propuesta de la Consejera de Educación y Ciencia y
previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión
del día 25 de marzo de 2003.

D I S P O N G O

Artículo único. Se nombra Rector Magnífico de la Uni-
versidad de Huelva a don Antonio Ramírez de Verger Jaén,
Catedrático de dicha Universidad.

Sevilla, 25 de marzo de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 12 de marzo de 2003, de la
Universidad de Córdoba, por la que se nombra Profesor
Titular de Universidad a don Alberto José Redondo Villa.

De conformidad con la propuesta de la Comisión Cali-
ficadora del Concurso convocado por Resolución del Rectorado
de la Universidad de Córdoba de fecha 22.11.2001 (BOE
de 8.12.2001) para provisión de una plaza en el Cuerpo de
Profesores/as Titulares de Universidad del Area de Conoci-
miento de «Zoología» de acuerdo con lo dispuesto en la
Ley 11/83 de 25 de agosto y Real Decreto 1888/84 de 26
septiembre.

Este Rectorado ha resuelto nombrar Profesor Titular de
Universidad a don Alberto José Redondo Villa del Area de
Conocimiento de «Zoología» del Departamento de «Zoología».

Córdoba, 12 de marzo de 2003.- El Rector, Eugenio
Domínguez Vilches.

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE SALUD

RESOLUCION de 20 de enero de 2003, conjunta
del Servicio Andaluz de Salud y de la Universidad de
Cádiz, por la que se publican Comisiones juzgadoras
de concurso de Profesorado Universitario.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 1.º del
Real Decreto 1427/86, de 13 de junio (BOE de 11 de julio),
que modifica, entre otros, el artículo 6.º 8 del Real Decreto
1888/84, de 26 de septiembre (BOE de 26 de octubre), por
el que se regulan los concursos para provisión de plazas de
los Cuerpos Docentes Universitarios, así como en el Real Decre-
to 1558/86, de 28 de junio (BOE de 31 de julio).

Este Rectorado ha resuelto publicar las Comisiones, una
vez legalmente designados todos los miembros que las forman,
que han de resolver plazas de Profesorado Universitario, vin-
culadas con plazas de Facultativos Especialistas, convocadas
por Resoluciones conjuntas de esta Universidad y la Dirección
General de Personal y Servicios del Servicio Andaluz de Salud
e integradas conforme al siguiente Anexo.

Las Comisiones deberán constituirse en un plazo no supe-
rior a cuatro meses, desde la publicación de las mismas en
el Boletín Oficial Estado.

Contra dicha Resolución, los interesados podrán presentar
la reclamación prevista en el artículo 6.º 8 del R.D. 1888/84,
ante el Rector de la Universidad de Cádiz, en el plazo de
15 días hábiles a partir del día siguiente al de su publicación.

Cádiz, 20 de enero de 2003.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez, El Rector, P.D.,
El Vicerrector de Profesorado, Francisco José Fernández-Tru-
jillo Núñez.

Plazas convocadas por Resolución de 10 de octubre de 2001
(BOE de 21 de diciembre)

Cuerpo al que pertenece la plaza: Profesores Titulares de
Universidad
Area de conocimiento a la que corresponde: Medicina Pre-
ventiva y Salud Pública (núm. 2937)

COMISION TITULAR

Presidente: Don Joaquín Fernández-Crehuet Navajas,
Catedrático de Universidad de la Universidad de Málaga.

Secretario: Don Juan Antonio Zafra Mezcua, Profesor Titu-
lar de Universidad de la Universidad de Cádiz.
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Vocales:

Don Andrés Prat Marín, Profesor Titular de Universidad
de la Universidad de Barcelona.

Don Manuel Conde Herrera, Jefe de Servicio, Hospital
Universitario Virgen del Rocío, Sevilla.

Don Vicente Domínguez Rojas, Catedrático de Universidad
de la Universidad Complutense.

COMISION SUPLENTE

Presidente: Don Antonio Sierra López, Catedrático de Uni-
versidad de la Universidad de La Laguna.

Secretario: Don Pedro Nogueroles Alonso de la Sierra,
Profesor Titular de Universidad de la Universidad de Cádiz.

Vocales:

Don Narciso Rodrigo Sánchez, Profesor Titular de Uni-
versidad de la Universidad de Salamanca.

Don José Guillén Solvas, Jefe de Sección, Hospital Uni-
versitario San Cecilio, Granada.

Don Francisco Calbo Torrecillas, Jefe de Servicio, Com-
plejo Hospitalario Carlos Haya, Málaga.

Cuerpo al que pertenece la plaza: Profesores Titulares de
Universidad
Area de conocimiento a la que corresponde: Obstetricia y Gine-
cología (núm. 2207)

COMISION TITULAR

Presidente: Don Rafael Comino Delgado, Catedrático de
Universidad de la Universidad de Cádiz.

Secretario: Don Blas Hervías Vivancos, Profesor Titular
de Universidad de la Universidad de Cádiz.

Vocales:

Don Antonio González González, Profesor Titular de Uni-
versidad de la Universidad Autónoma de Madrid.

Don Santiago Carrasco Rico, Catedrático de Universidad,
Hospital Universitario Reina Sofía, Córdoba.

Don Mario Abshera Bensabad, Jefe de Departamento,
Hospital Materno Infantil, Málaga.

COMISION SUPLENTE

Presidente: Don José Arbues Lacadena, Catedrático de
Universidad de la Universidad de Extremadura.

Secretario: Don José Luis Cuadros López, Profesor Titular
de Universidad de la Universidad de Granada.

Vocales:

Don Jerónimo Hernández Hernández, Profesor Titular de
Universidad de la Universidad de Salamanca.

Don Rafael Torrejón Cardoso, Profesor Titular de Univer-
sidad y Jefe de Sección, Hospital Universitario Puerto Real,
Cádiz.

Don Luis Javier Moreno Corral, Catedrático de Escuela
Universitaria y Facultativo Especialista de Obstetricia y Gine-
cología, Hospital Universitario Puerto Real, Cádiz.

Plazas convocadas por Resolución de 31 de octubre de 2001
(BOE de 13 de diciembre)

Cuerpo al que pertenece la plaza: Profesores Titulares de
Universidad
Area de conocimiento a la que corresponde: Cirugía (núm.
3084)

COMISION TITULAR

Presidenta: Doña M.ª Sol Carrasco Jiménez, Catedrática
de Universidad de la Universidad de Cádiz.

Secretario: Don Julio Rodríguez de la Rúa Fernández, Pro-
fesor Titular de Universidad de la Universidad de Cádiz.

Vocales:

Don Augusto García Villanueva, Profesor Titular de Uni-
versidad de la Universidad de Alcalá de Henares.

Don Enrique Rubio García, Jefe de Servicio, Hospital Vall
de Hebrón, Barcelona.

Don Manuel Cabezudo Artero, Jefe Servicio, Hospital
Badajoz.

COMISION SUPLENTE

Presidente: Don Jaime Broseta Rodrigo, Catedrático de
Universidad de la Universidad de Salamanca.

Secretario: Don José Sueiro Fernández, Profesor Titular
de Universidad de la Universidad de Cádiz.

Vocales:

Don Antoni Gelabert Mas, Catedrático de Universidad de
la Universidad Autónoma de Barcelona.

Don Máximo Poza Poza, Jefe de Servicio, Hospital Virgen
de la Arrixaca, Murcia.

Don Manuel Juliá Narváez, Jefe de Sección, Hospital Uni-
versitario Virgen del Rocío, Sevilla.

Cuerpo al que pertenece la plaza: Profesores Titulares de
Universidad
Area de conocimiento a la que corresponde: Cirugía (núm.
3085)

COMISION TITULAR

Presidente: Don Enrique Moreno González, Catedrático
de Universidad de la Universidad Complutense.

Secretario: Don José Rivas Martín, Profesor Titular de Uni-
versidad de la Universidad de Cádiz.

Vocales:

Don José Ignacio Gasco Gómez de Membrillera, Profesor
Titular de Universidad de la Universidad de Valencia (Estudi
General).

Don José Antonio Ríos Jiménez, Jefe de Servicio de Ciru-
gía, Hospital Santa Ana de Motril, Granada.

Don Fernando Docabo Durantez, Jefe de la Unidad de
Gestión Clínica de Cirugía, Hospital Duque del Infantado,
Sevilla.

COMISION SUPLENTE

Presidente: Don Felipe Garrido García, Catedrático de Uni-
versidad de la Universidad de Cádiz.

Secretario: Don Federico Rodríguez-Rubio Vidal, Profesor
Titular de Universidad de la Universidad de Cádiz.

Vocales:

Don Manuel Luis Gil Salom, Profesor Titular de Univer-
sidad de la Universidad de Valencia (Estudi General).

Don Antonio Jiménez García, Jefe de Sección de Cirugía,
Hospital Universitario Virgen Macarena, Sevilla.

Don Daniel Garrote Lara, Jefe de Sección de Cirugía, Hos-
pital Universitario Virgen de las Nieves, Granada.
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RESOLUCION de 19 de marzo de 2003, del
Servicio Andaluz de Salud, por la que se aprueba la
lista definitiva de aspirantes admitidos y excluidos en
las pruebas selectivas de las categorías de Celadores,
Celadores-Conductores y personal de Lavandería y
Planchado, convocadas por las Resoluciones que se
citan, y se anuncia la publicación de la misma en los
tablones de anuncios de los Servicios Centrales del
Servicio Andaluz de Salud y de las Delegaciones Pro-
vinciales de la Consejería de Salud y el lugar, fecha
y hora de realización del ejercicio en que consiste la
fase de oposición.

De conformidad con lo establecido en las Bases 2.8.3
del Anexo I de la Resolución de 23 de mayo de 2002 (BOJA
núm. 74 de 25 de junio), por la que se convoca proceso
extraordinario de consolidación de empleo para la selección
y provisión de plazas de determinadas categorías de personal
no sanitario de Grupo B dependientes del Servicio Andaluz
de Salud, y de los Anexos I de las Resoluciones de 17 de
diciembre de 2002 (BOJA núm. 4 de 8 de enero de 2003),
por la que se convoca proceso extraordinario de consolidación
de empleo para la selección y provisión de plazas de cela-
dores-conductores y personal de lavandería y planchado; vistas
las alegaciones presentadas contra la Resolución de 22 de
enero de 2003 (BOJA núm. 26 de 7 de febrero) por la que
se aprueba la lista provisional de admitidos y excluidos en
las pruebas selectivas de la categoría de Celadores y contra
la Resolución de 10 de febrero de 2003 (BOJA núm. 32
de 17 de febrero) por la que se aprueba la lista provisional
de admitidos y excluidos en las pruebas selectivas de las cate-
gorías de Celadores-Conductores y Personal de Lavandería y
Planchado; y en uso de las atribuciones que tiene conferidas
en virtud de lo dispuesto en el Decreto 136/2001, de 12
de junio (BOJA núm. 80, de 14 de julio) por el que se regulan
los sistemas de selección del personal estatutario y de provisión
de plazas básicas en los Centros Sanitarios del Servicio Andaluz
de Salud y en el Decreto 245/2000, de 31 de mayo (BOJA
núm. 65, de 6 de junio) de Estructura Orgánica Básica de
la Consejería de Salud y del Servicio Andaluz de Salud, esta
Dirección General,

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas definitivas de aspirantes admi-
tidos y excluidos en las pruebas selectivas de las categorías
de Celadores, Celadores-Conductores y Personal de Lavandería
y Planchado del Servicio Andaluz de Salud, con expresión,
en su caso, de las causas de exclusión, e indicación de la
localidad en que será llamado cada aspirante a la realización
del ejercicio.

Segundo. Anunciar que las citadas listas definitivas de
admitidos y excluidos a las pruebas selectivas se encontrarán
expuestas al público en los tablones de anuncios de los
Servicios Centrales del Servicio Andaluz de Salud y de las
Delegaciones Provinciales de la Consejería de Salud, a partir
del mismo día de publicación de la presente Resolución en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Tercero. Anunciar que la fase de oposición, consistente
en la realización de un ejercicio de respuestas alternativas
conforme a lo previsto en las bases de las convocatorias, se
celebrará el día 6 de abril, a las 10 horas, en los siguientes
Campus y Centros Universitarios y conforme al desglose de
centros y aulas que se anunciará, el mismo día de la publi-
cación de la presente Resolución en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía, en los tablones de anuncios de los
Servicios Centrales del Servicio Andaluz de Salud y de las
Delegaciones Provinciales de la Consejería de Salud:

a) Almería: Aularios de la Cañada de San Urbano (Ctra.
Sacramento s/n).

b) Cádiz:

- Celadores: Facultad de Medicina (Plaza de Fragela s/n)
y Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales (Avda.
Duque de Nájera, núm. 8).

- Celadores-Conductores y Personal de Lavandería y Plan-
chado: Facultad de Filosofía y Letras (Avda. Dr. Gómez Ulla,
núm. 3).

c) Córdoba: Aulario Averroes (Campus Universitario de
Rabanales).

d) Granada: Campus Universitario «Fuentenueva» y
Facultad de Ciencias Políticas y Sociología (C/ Rector López
Argueta s/n).

e) Huelva: Edificio Paulo Freire (Campus Universitario del
Carmen).

f) Jaén: Aulario Flores de Lemus (Campus Universitario
«Las Lagunillas»).

g) Málaga: Campus Universitario «Teatinos».
h) Sevilla: Campus Universitario «Ramón y Cajal».

Cuarto. La duración del ejercicio será de dos horas. Los
opositores habrán de concurrir con el documento nacional de
identidad, pasaporte o cualquier otro documento que permita
acreditar su personalidad. Asimismo, deberán acudir provistos
de bolígrafo azul o negro. No podrá utilizarse libro ni docu-
mentación alguna.

Quinto. Contra la presente Resolución, que agota la vía
administrativa, se podrá interponer, potestativamente, Recurso
de Reposición ante esta Dirección General en el plazo de un
mes, conforme a lo establecido en los arts. 116 y 117 de
la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, o direc-
tamente recurso contencioso-administrativo ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, conforme a lo establecido en la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa, en el plazo de dos meses, contados ambos plazos
desde el día siguiente al de la publicación de la presente Reso-
lución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 19 de marzo de 2003.- El Director General de
Personal y Servicios, Rafael Burgos Rodríguez.
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 14 de marzo de 2003, de la
Delegación Provincial de Almería, por la que se acuerda
la no concesión de subvenciones de solicitudes pre-
sentadas al amparo de la Orden de 27 de febrero de
2002, (convocatoria 2002).

Por la presente, esta Delegación Provincial, al amparo
de la Orden que se cita, hace público lo siguiente:

Primero. Que mediante la Resolución de referencia se
acuerda la no concesión de subvenciones de solicitudes pre-
sentadas al amparo de la Orden reguladora que se cita.

Segundo. Que el contenido íntegro de dicha Resolución
junto con la relación de los afectados, estará expuesto en el
tablón de anuncios de esta Delegación Provincial, sita en C)
Trajano, 13 de Almería, a partir del mismo día de la publicación
de este Anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Tercero. Que los plazos establecidos en dicha Resolución
se computarán a partir del día siguiente al de la publicación
de este Anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Almería, 14 de marzo de 2003.- El Delegado, Juan Carlos
Usero López.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

DECRETO 83/2003, de 25 de marzo, por el que
se crea la entidad local autónoma de Dehesas Viejas,
del término municipal de Iznalloz, en la provincia de
Granada.

En 9 de abril de 1996 la mayoría de los vecinos del
núcleo de población denominado «Dehesas Viejas», en el tér-
mino municipal de Iznalloz, provincia de Granada, iniciaron
el procedimiento para constituir ese núcleo en entidad local
autónoma. «Dehesas Viejas» forma parte de la estructura terri-
torial denominada Los Montes. Se encuentra al norte de Izna-
lloz, cabecera de término municipal de la que dista 10 km.
Contaba 868 habitantes en aquel año.

El Pleno municipal de Iznalloz de 28 de agosto de 1998
manifestó su conformidad, unánimemente, con la creación
de la entidad. En diversas ocasiones posteriores, también por
unanimidad, estuvo de acuerdo con el territorio de la nueva
entidad, y la asignación presupuestaria anual, las competen-
cias delegadas y las cantidades destinadas a su ejercicio, así
como también con los criterios de actualización y otras pre-
visiones sobre deudas y personal. El expediente pasó después
a la Consejería de Gobernación, donde fue tramitada la fase
autonómica del procedimiento, prevista en los artículos 47
y siguientes de la Ley 7/1993, de 27 de julio, Reguladora
de la Demarcación Municipal de Andalucía. Fueron realizadas
diversas actuaciones instructoras para conocimiento y acla-
ración de datos. Constan en el expediente los informes favo-
rables de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Granada y de la Dirección General de Ordenación del Terri-
torio y Urbanismo, así como el de la Dirección General de
Administración Local, que instruyó el expediente.

La decisión que ahora se acuerda, está motivada por las
consideraciones que siguen.

La primera es que el núcleo de Dehesas Viejas cumple
los requisitos establecidos por el artículo 47.2 de la citada
Ley de Demarcación Municipal para constitución de una enti-
dad local autónoma. Así, está acreditada la existencia de una
agrupación de personas, familias y bienes, que forma un
núcleo separado dentro del término municipal. También se
ha acreditado que cuenta con unos intereses netamente dife-
renciados, generados por circunstancias peculiares de índole
histórica y social. Desde esa perspectiva resulta que el topó-
nimo del territorio data de los primeros años del siglo XVI,
cuando se hizo el repartimiento de los Montes Orientales del
Reino de Granada, pasando posteriormente a integrarse en
el marquesado de Campotéjar, y fue municipio independiente
hasta finales de 1972. La inexistencia de comunicaciones fáci-
les con la cabecera del municipio y de la provincia, y la común
dedicación de su gente a la tenencia y cultivo de la tierra
de otros, como aparceros o como colonos, son circunstancias
que explican la integración de población y territorio en una
unidad diferenciada. Por otra parte, esa integración del ele-
mento físico y del humano es conforme con las previsiones
de política territorial de la Comunidad Autónoma, según infor-
me de la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

La segunda consideración es que resultan patentes la obje-
tividad y adecuación de la decisión que se adopta, puesto
que ha sido documentada la viabilidad económica de los
servicios que asume la nueva entidad local. En la misma línea,
ha quedado de manifiesto la inexistencia de perjuicios a los
intereses generales del municipio y, por otra parte, la gene-
ración de beneficios para los vecinos con la gestión descen-
tralizada de sus intereses.

Finalmente, la tercera consideración se refiere al contenido
de esta decisión que, como acto final de un procedimiento,
debe resolver las cuestiones que de él se deriven. Por otra
parte, de modo reglado, los artículos 51, 65.1 y 65.3 de
la repetida Ley de Demarcación Municipal enumera distintos
pronunciamientos, que deberá contener el acto de creación
de la nueva Entidad. Por consiguiente, a continuación, en
la parte dispositiva aparecen los pronunciamientos que defi-
nen, caracterizan y modulan la creación de la entidad local
autónoma de Dehesas Viejas y sus relaciones básicas con
el municipio de Iznalloz.

Con fundamento en la motivación que antecede, de acuer-
do con el Consejo Consultivo de Andalucía, a propuesta del
Consejero de Gobernación y previa deliberación del Consejo
de Gobierno en su reunión del día 25 de marzo de 2003,

D I S P O N G O

Artículo 1. Se crea la entidad local autónoma «Dehesas
Viejas», en el núcleo de población así denominado, perte-
neciente al municipio de Iznalloz, en Granada.

Artículo 2. La descripción literal de sus límites territoriales,
por tramos, y sobre la base del mapa que consta en el expe-
diente, es la que sigue:

1.º Que abarca desde el punto O, situado en la confluencia
de los términos municipales de Campotéjar, antiguo término
de Dehesas Viejas e Iznalloz, a unos 850 m en línea recta,
al noroeste del cortijo del Burgalés; hasta el vértice A, situado
en la confluencia del término de Campotéjar, Iznalloz y nuevo
de Dehesas Viejas.

2.º Que comprende desde el vértice A hasta el punto
B, que se localiza en el cortijo de La Pobreza a unos 1.100 m
en línea recta del anterior punto de referencia.
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3.º Que incluye desde el punto B hasta el vértice C,
siguiendo la cima del Menchón del Hoyo hasta su confluencia
con la Autovía Bailén-Motril, a unos 150 m del nudo de carre-
teras de Alcalá la Real y la citada Autovía.

4.º Que une el punto C con el D, que se sitúa en la
confluencia de la línea que corona la loma de Los Ramírez
con el arroyo Río Hondo, a unos 1.200 m en línea recta
del anterior vértice.

5.º Que va desde el vértice D al E, situado a 500 m
del punto anterior, hasta la confluencia de la línea que recorre
la Solana del Barón hasta el camino del cortijo El Barón.

6.º Que une el punto E con el F, situado en la confluencia
con el término propuesto para Domingo Pérez con el camino
de Cañada Hermosa, a unos 400 m del cortijo Cañada
Hermosa.

7.º Que incluye desde el punto F hasta el O, siempre
siguiendo el camino de Cañada Hermosa hasta el cortijo El
Burgalés.

Artículo 3. Por la nueva entidad serán ejercidas sus propias
competencias y las delegadas por el Ayuntamiento de Iznalloz.

1. Las propias son las conferidas legalmente en el artículo
53.1 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, Reguladora de la
Demarcación Municipal de Andalucía.

2. Las delegadas son las atribuidas por Acuerdo Plenario
del Ayuntamiento, de 7 de mayo de 1999:

- Educación.
- Cultura.
- Deportes.
- Sanidad.
- Agricultura.
- Servicios Sociales.
- Protección Civil.
- Licencias de obras de nueva planta o mayores.

3. En el ejercicio de competencias se tendrá presente
la debida coordinación con el Ayuntamiento, el cual conserva
todas las facultades del órgano delegante.

4. Los acuerdos municipales de delegación de dichas
competencias deberán precisar y contener todas las cuestiones
referidas en el artículo 52.2 de la Ley reguladora de la Demar-
cación Municipal de Andalucía.

Artículo 4. Con arreglo a las competencias de la nueva
entidad, se separan de Iznalloz y pasan a Dehesas Viejas.

1.º La titularidad dominical del Cementerio del núcleo.
2.º Para el ejercicio de competencias delegadas y desde

que sea efectiva la delegación, pasarán a la Entidad la posesión
inmediata, y en concepto distinto al de dueño, de los demás
inmuebles relacionados en la propuesta de separación patri-
monial, aprobada por el Plenario del Ayuntamiento de Iznalloz
el 7 de mayo de 1999.

3.º El mobiliario que figura en el inventario aportado al
expediente.

Artículo 5. El personal al servicio de la entidad podrá
ser propio o adscrito desde el Ayuntamiento de Iznalloz.

1. Quedarán adscritos en comisión de servicio a la nueva
entidad, desde el momento de su constitución, el personal
que gestiona las competencias propias, en los términos y con-
diciones previstos por los artículos 41 y 63 de la Ley 7/1993,
de 27 de julio, Reguladora de la Demarcación Municipal de
Andalucía.

2. Todas las transferencias de personal entre el Ayun-
tamiento y la nueva entidad serán establecidas, y su régimen
regulado, en un convenio entre ambas entidades locales.

Artículo 6. La asignación presupuestaria, que anualmente
deberá figurar en el presupuesto de Iznalloz, se cifra en
148.852,58 euros, cantidad referida al año 2001, que cons-
tituye la base para la actualización en años posteriores.

Artículo 7. Para el ejercicio de competencias delegadas
será transferida anualmente la cantidad de 75.541,07 euros,
referida al año 2001.

Artículo 8. La asignación presupuestaria y la cantidad
transferida para el ejercicio de competencias delegadas serán
actualizadas anualmente, en la misma proporción que la mayor
de las variaciones interanuales en los siguientes parámetros
o referencias: presupuesto del Ayuntamiento por operaciones
corrientes excluidas las subvenciones finalistas; coste de la
gestión de competencias y servicios propios de la entidad.

Artículo 9. Cada año, la nueva entidad participará en los
ingresos del municipio procedentes de los capítulos que segui-
damente se indican, con los criterios igualmente especificados.

1. En subvenciones estatales y en los fondos de los Planes
de Obras y Servicios, recibirá la entidad cantidades por ambos
capítulos, en proporción a sus habitantes. Para el año 2001
se cifra en 21.636,44 euros, sin incluir subvenciones esta-
tales.

2. En los fondos de los Planes de Empleo Agrario, una
cantidad proporcionada a los parados del núcleo. Son
70.990,77 euros para el año 2001.

3. En el Plan de Instalaciones Deportivas, una cantidad
proporcionada a los habitantes y necesidades existentes. Para
el 2001 son 12.501,05 euros.

Artículo 10. Los pagos de la asignación presupuestaria
y de la dotación para el ejercicio de competencias delegadas
serán efectuados por terceras partes, dentro de los diez pri-
meros días de mayo, agosto y diciembre. Los pagos de las
dotaciones previstas en el punto noveno, dentro de los diez
días siguientes a la recepción de la correspondiente trans-
ferencia en el Ayuntamiento.

Artículo 11. Los expedientes en trámite que tengan rela-
ción con el territorio de la nueva entidad serán terminados
y resueltos en el Ayuntamiento, que comunicará a la entidad
la resolución que recaiga.

Disposición Adicional Unica.
En el plazo de tres meses, desde la entrada en vigor de

este Decreto, deberán estar delegadas las competencias rela-
cionadas en el mismo y terminadas las transferencias eco-
nómicas, entregas de bienes, traspasos de personal y cuantas
otras actuaciones sean necesarias para la completa efectividad
de éste.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Se faculta al titular de la Dirección General de
Administración Local de la Consejería de Gobernación para
las actuaciones de desarrollo y ejecución de este Decreto, inclu-
yéndose la potestad de resolver los conflictos que puedan surgir
entre el Ayuntamiento y la nueva entidad al aplicarlo.

Segunda. El presente Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Contra el presente Decreto, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de reposición ante este
órgano, en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la publicación, o interponer direc-
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tamente el recurso contencioso-administrativo, ante los corres-
pondientes órganos judiciales de este Orden, en el plazo de
dos meses contados desde el día siguiente al de la publicación
de este Decreto en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
todo ello de conformidad con lo establecido en los artículos
116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, y en el artículo 46.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 25 de marzo de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 6 de marzo de 2003, de la Dele-
gación Provincial de Cádiz, por la que se hacen públicos
los listados definitivos de beneficiarios de las ayudas
con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad Médi-
ca, Protésica y Odontológica para el personal funcio-
nario y laboral, correspondientes a las solicitudes pre-
sentadas desde el 16 de octubre al 30 de noviembre
de 2002.

Vista la propuesta formulada por el Servicio de Admi-
nistración Pública e iniciado expediente para la concesión de
la Ayuda Médica, Protésica y Odontológica del Personal Fun-
cionario y Laboral al Servicio de la Administración de la Junta
de Andalucía correspondiente a las solicitudes presentadas
desde el 16 de octubre al 30 de noviembre de 2002, y exa-
minadas las solicitudes recibidas, tienen lugar los siguientes:

H E C H O S

Se han comprobado todas las solicitudes, elaborándose
el correspondiente listado de las que cumplen los requisitos
fijados reglamentariamente.

A tales Hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Artículo 9 Párrafo 7 Apartado b) de la Orden de 10
de noviembre de 2000, por la que se establece la competencia
de esta Delegación Provincial para conocer y resolver en este
asunto.

II. Artículos 13, 14 y 15 de la Orden de 18 de abril
de 2001, por la que se aprueba el Reglamento de Ayudas
de Acción Social para el personal al servicio de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, en cuanto regulan el pro-
cedimiento y requisitos específicos para la concesión de esta
Ayuda de Acción Social, así como los de carácter general con-
tenidos en la mencionada Orden.

III. Artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril de 2001
por el que se establece el carácter de actividad continuada
a lo largo de cada ejercicio de esta modalidad de ayuda.

IV. Resolución de 11 de febrero de 2002, de la Dirección
General de la Función Pública, de distribución de los créditos
de Acción Social para el personal al servicio de la Junta de
Andalucía, Ejercicio de 2002, entre las distintas modalidades
de ayudas (BOJA núm. 30, de 12 de marzo de 2002).

Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos,
y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Publicar los Listados Definitivos de Beneficiarios del Per-
sonal Funcionario y Laboral para la concesión de Ayudas con
cargo al Fondo de Acción Social, Ejercicio 2003, en la Moda-
lidad Médica, Protésica y Odontológica, que a tales efectos
quedarán expuestos en esta Delegación Provincial de Justicia
y Administración Pública, con el detalle de la cantidad indi-
vidualizada correspondiente a cada beneficiario.

Contra lo establecido en la presente Resolución, que agota
la vía administrativa, el personal funcionario podrá interponer
Recurso Contencioso-Administrativo en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente a la publicación de esta Reso-
lución, ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de
Cádiz o aquél que estime procedente, de acuerdo con lo pre-
visto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, sin perjuicio de la interposición del Recurso Potestativo
de Reposición ante este órgano en el plazo de un mes (art.
116 de la Ley 4/1999, de 13 de enero de modificación de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre).

El personal laboral podrá interponer reclamación previa
a la vía judicial laboral, conforme a lo dispuesto en los artículos
120 y siguientes de la citada Ley 30/1992 y 69 y siguientes
del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral.

Cádiz, 6 de marzo de 2003.- La Delegada, M.ª Luisa
García Juárez.

RESOLUCION de 6 de marzo de 2003, de la Dele-
gación Provincial de Cádiz, por la que se hacen públicos
los listados provisionales de excluidos de las ayudas
con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad Médi-
ca, Protésica y Odontológica, para el personal funcio-
nario y laboral al servicio de la Administración de la
Junta de Andalucía, correspondientes a las solicitudes
presentadas desde el 16 de octubre al 30 de noviembre
de 2002.

Vistas las solicitudes recibidas del referido personal desde
el 16 de octubre hasta el 30 de noviembre de 2002, relativas
a la modalidad Médica, Protésica y Odontológica, correspon-
dientes a las Ayudas con cargo al Fondo de Acción Social
para el personal funcionario y laboral reguladas en la Orden
de 18 de abril de 2001, tienen lugar los siguientes

H E C H O S

Primero. Que el artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril
de 2001 establece que la modalidad de ayuda «Médica, Pro-
tésica y Odontológica» tendrá el carácter de actividad con-
tinuada a lo largo de cada ejercicio.

Segundo. Que en la Sección 1.ª del Capítulo II de la
referida Orden se regula específicamente cuanto se refiere a
la expresada modalidad de Ayuda «Médica, Protésica y
Odontológica».

A tales Hechos resultan de aplicación los siguientes
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Artículo 9 Párrafo 7 Apartado b) de la Orden de 10
de noviembre de 2000, por la que se establece la competencia
de esta Delegación Provincial para conocer y resolver en este
asunto.

II. Artículos 13, 14 y 15 de la Orden de 18 de abril
de 2001, por la que se aprueba el Reglamento de Ayudas
de Acción Social para el personal al servicio de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, en cuanto regulan el pro-
cedimiento y requisitos específicos para la concesión de esta
Ayuda de Acción Social, así como los de carácter general con-
tenidos en la mencionada Orden.

III. Artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril de 2001
por el que se establece el carácter de actividad continuada
a lo largo de cada ejercicio de esta modalidad de ayuda.

IV. Resolución de 11 de febrero de 2002, de la Dirección
General de la Función Pública, de distribución de los créditos
de Acción Social para el personal al servicio de la Junta de
Andalucía, Ejercicio de 2002, entre las distintas modalidades
de ayudas (BOJA núm. 30, de 12 de marzo de 2002).

Vistos los Hechos y los Fundamentos de Derecho expues-
tos y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar los listados provisionales del personal
Funcionario y Laboral excluido de las ayudas con cargo al
Fondo de Acción Social, Ejercicio 2003, en la Modalidad «Mé-
dica, Protésica y Odontológica», con indicación de las causas
de exclusión, que a tales efectos quedará expuesto en esta
Delegación Provincial de Justicia y Administración Pública.

Segundo. Conceder un plazo de 15 días hábiles, a contar
desde el siguiente a la publicación de esta Resolución, para
que los interesados presenten las reclamaciones que estimen
pertinentes en relación al contenido de los listados que se
publican y, en su caso, subsanen los defectos padecidos en
su solicitud o en la documentación preceptiva.

Dichas reclamaciones se presentarán en los Registros
Generales de las Consejerías y Organismos Autónomos y sus
Delegaciones en las distintas provincias, sin perjuicio de lo
establecido en el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 6 de marzo de 2003.- La Delegada, M.ª Luisa
García Juárez.

RESOLUCION de 14 de marzo de 2003, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicos los listados definitivos de beneficiarios de las
ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad
Médica, Protésica y Odontológica para el personal fun-
cionario y laboral, correspondientes a las solicitudes
presentadas en el mes de diciembre de 2002.

Vista la propuesta formulada por el Servicio de Admi-
nistración Pública e iniciado expediente para la concesión de
la Ayuda Médica, Protésica y Odontológica del Personal Fun-
cionario y Laboral al Servicio de la Administración de la Junta
de Andalucía correspondiente a las solicitudes presentadas
en el mes de diciembre de 2002, y examinadas las solicitudes
recibidas, tienen lugar los siguientes:

H E C H O S

Se han comprobado todas las solicitudes, elaborándose
el correspondiente listado de las que cumplen los requisitos
fijados reglamentariamente.

A tales Hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Artículo 9 Párrafo 7 Apartado b) de la Orden de 10
de noviembre de 2000, por la que se establece la competencia
de esta Delegación Provincial para conocer y resolver en este
asunto.

II. Artículos 13, 14 y 15 de la Orden de 18 de abril
de 2001, por la que se aprueba el Reglamento de Ayudas
de Acción Social para el personal al servicio de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, en cuanto regulan el pro-
cedimiento y requisitos específicos para la concesión de esta
Ayuda de Acción Social, así como los de carácter general con-
tenidos en la mencionada Orden.

III. Artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril de 2001
por el que se establece el carácter de actividad continuada
a lo largo de cada ejercicio de esta modalidad de ayuda.

IV. Resolución de 11 de febrero de 2002, de la Dirección
General de la Función Pública, de distribución de los créditos
de Acción Social para el personal al servicio de la Junta de
Andalucía, Ejercicio de 2002, entre las distintas modalidades
de ayudas (BOJA núm. 30, de 12 de marzo de 2002).

Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos,
y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Publicar los Listados Definitivos de Beneficiarios del Per-
sonal Funcionario y Laboral para la concesión de Ayudas con
cargo al Fondo de Acción Social, Ejercicio 2003, en la Moda-
lidad Médica, Protésica y Odontológica, que a tales efectos
quedarán expuestos en esta Delegación Provincial de Justicia
y Administración Pública, con el detalle de la cantidad indi-
vidualizada correspondiente a cada beneficiario.

Contra lo establecido en la presente Resolución, que agota
la vía administrativa, el personal funcionario podrá interponer
Recurso Contencioso-Administrativo en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente a la publicación de esta Reso-
lución, ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de
Cádiz o aquél que estime procedente, de acuerdo con lo pre-
visto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, sin perjuicio de la interposición del Recurso potestativo
de Reposición ante este órgano en el plazo de un mes (Art.
116 de la Ley 4/1999, de 13 de enero de modificación de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre).

El personal laboral podrá interponer reclamación previa
a la vía judicial laboral, conforme a lo dispuesto en los artículos
120 y siguientes de la citada Ley 30/1992 y 69 y siguientes
del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral.

Cádiz, 14 de marzo de 2003.- La Delegada, M.ª Luisa
García Juárez.
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RESOLUCION de 14 de marzo de 2003, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicos los listados provisionales de excluidos de las
ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad
Médica, Protésica y Odontológica, para el personal fun-
cionario y laboral al servicio de la Administración de
la Junta de Andalucía, correspondientes a las solici-
tudes presentadas en el mes de diciembre de 2002.

Vistas las solicitudes recibidas del referido personal en
el mes de diciembre de 2002, relativas a la modalidad Médica,
Protésica y Odontológica, correspondientes a las Ayudas con
cargo al Fondo de Acción Social para el personal funcionario
y laboral reguladas en la Orden de 18 de abril de 2001,
tienen lugar los siguientes

H E C H O S

Primero. Que el artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril
de 2001 establece que la modalidad de ayuda «Médica, Pro-
tésica y Odontológica» tendrá el carácter de actividad con-
tinuada a lo largo de cada ejercicio.

Segundo. Que en la Sección 1.ª del Capítulo II de la
referida Orden se regula específicamente cuanto se refiere a
la expresada modalidad de Ayuda «Médica, Protésica y
Odontológica».

A tales Hechos resultan de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Artículo 9 Párrafo 7 Apartado b) de la Orden de 10
de noviembre de 2000, por la que se establece la competencia
de esta Delegación Provincial para conocer y resolver en este
asunto.

II. Artículos 13, 14 y 15 de la Orden de 18 de abril
de 2001, por la que se aprueba el Reglamento de Ayudas
de Acción Social para el personal al servicio de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, en cuanto regulan el pro-
cedimiento y requisitos específicos para la concesión de esta
Ayuda de Acción Social, así como los de carácter general con-
tenidos en la mencionada Orden.

III. Artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril de 2001
por el que se establece el carácter de actividad continuada
a lo largo de cada ejercicio de esta modalidad de ayuda.

IV. Resolución de 11 de febrero de 2002, de la Dirección
General de la Función Pública, de distribución de los créditos
de Acción Social para el personal al servicio de la Junta de
Andalucía, Ejercicio de 2002, entre las distintas modalidades
de ayudas (BOJA núm. 30, de 12 de marzo de 2002).

Vistos los Hechos y los Fundamentos de Derecho expues-
tos y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar los listados provisionales del personal
Funcionario y Laboral excluido de las ayudas con cargo al
Fondo de Acción Social, Ejercicio 2003, en la Modalidad «Mé-
dica, Protésica y Odontológica», con indicación de las causas
de exclusión, que a tales efectos quedará expuesto en esta
Delegación Provincial de Justicia y Administración Pública.

Segundo. Conceder un plazo de 15 días hábiles, a contar
desde el siguiente a la publicación de esta Resolución, para
que los interesados presenten las reclamaciones que estimen
pertinentes en relación al contenido de los listados que se
publican y, en su caso, subsanen los defectos padecidos en
su solicitud o en la documentación preceptiva.

Dichas reclamaciones se presentarán en los Registros
Generales de las Consejerías y Organismos Autónomos y sus
Delegaciones en las distintas provincias, sin perjuicio de lo
establecido en el art. 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 14 de marzo de 2003.- La Delegada, M.ª Luisa
García Juárez.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 17 de marzo de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 1132/1993 y de la
sentencia dictada en el recurso de casación núm.
3809/1996.

En el recurso contencioso-administrativo número
1132/1993, interpuesto por el Colegio Oficial de Ingenieros
Industriales de Andalucía Occidental contra resolución deses-
timatoria por silencio administrativo (confirmada posteriormen-
te por resolución denegatoria de 17 de febrero de 1994 del
Consejero de Economía y Hacienda) del Recurso interpuesto
contra el Acuerdo del Departamento de Minas, de la Delegación
Provincial en Huelva de la Consejería de Economía y Hacienda,
se ha dictado sentencia por la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo de Sevilla, del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, con fecha 19 de septiembre de 1995, cuya parte
dispositiva es del siguiente tenor literal:

«Fallamos que, rechazando los motivos de inadmisibilidad
alegados, debemos desestimar y desestimamos el presente
recurso interpuesto por el Colegio Oficial de Ingenieros Indus-
triales de Andalucía Occidental, contra la Resolución deses-
timatoria por silencio administrativo (confirmada posteriormen-
te por resolución denegatoria de 17 de febrero de 1994 del
Consejero de Economía y Hacienda) del Recurso interpuesto
contra el Acuerdo del Departamento de Minas, de la Delegación
Provincial en Huelva de la Consejería de Economía y Hacienda,
por el que se exigía que el “Proyecto de Instalación de una
Planta de Trituración y Homogeneización de Arcillas”, situada
en el Polígono Industrial Tartessos, fuese firmado por un Titu-
lado de Minas y no por un Ingeniero Industrial, como de hecho
había sido presentado. Sin costas.»

En el recurso de casación núm. 3809/1996, tramitado
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, se ha dictado Sentencia con fecha 17 de junio de
2002, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:

«Fallamos: Que no ha lugar al recurso de casación
núm. 3809/1996, interpuesto por el Colegio Oficial de Inge-
nieros Industriales de Andalucía Occidental, contra la sentencia
dictada el 19 de septiembre de 1995 por la Sección Primera
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, con sede en Sevi-
lla, del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía y recaída
en el recurso 1132/1993, e imponemos a la parte recurrente
las costas del recurso de casación.»

Mediante providencia de fecha 13 de febrero de 2003
se ha declarado firme la sentencia anterior.

En virtud de lo establecido en el artículo 3.º 5.ª de la
Orden de 3 de octubre de 2000, de delegación de compe-
tencias y de conformidad con lo dispuesto en los artícu-
los 118 de la Constitución y 17.2 de la Ley Orgánica 6/1985,
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de 1 de julio, del Poder Judicial y 104 y siguientes de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, he dispuesto el cumplimiento en
sus propios términos de la expresada sentencia, así como su
publicación en el BOJA.

Sevilla, 17 de marzo de 2003.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

RESOLUCION de 6 de febrero de 2003, de la
Dirección General de Industria, Energía y Minas, por
la que se autoriza una línea eléctrica de alta tensión
220 kV con origen en la subestación Guadalteba y
final en la subestación Tajo de la Encantada y se auto-
riza asimismo las subestaciones Guadalteba, Teba y
ampliación de Tajo de la Encantada. (PP. 517/2003).

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Con fecha 27 de septiembre de 2001, la empresa
Desarrollos Eólicos, S.A., con domicilio social en Avda. de
la Buhaira, núm. 2 de Sevilla, solicitó en la D.P. de Málaga
de esta Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, Auto-
rización Administrativa para la instalación de una línea A.T.
220 kV, con origen en la futura subestación «Guadalteba»
y final en la subestación «Tajo de la Encantada». Solicitaba
también la autorización administrativa para las subestaciones
«Guadalteba» y «Teba» así como ampliación de la subestación
«Tajo de la Encantada».

La finalidad de estas instalaciones, es la evacuación de
energía que producirán varios parques eólicos a construir en
la zona.

Segundo. De acuerdo con la Ley 54/1997, de 27 de
noviembre del Sector Eléctrico, y con el Real Decreto
1955/2000, de 1 de diciembre por el que se regula las acti-
vidades de transporte, distribución, comercialización y pro-
cedimiento de autorización de instalación de energía eléctrica,
así como el Decreto 292/1995, de 12 de diciembre, de la
Junta de Andalucía, por el que se aprueba el Reglamento
de Evaluación de Impacto Ambiental, se sometió el expediente
a información pública insertándose anuncios en BOJA
núm. 149 de 29 de diciembre de 2001 y BOP de la provincia
de Málaga núm. 3 de 4 de enero de 2002.

Tercero. De acuerdo con el artículo 127 del R.D.
1955/2000 se remitieron separatas del anteproyecto, a los
organismos y entidades afectadas que se indican, al objeto
de que manifiesten su oposición o conformidad a las ins-
talaciones:

a) Subestación 220/66/20 kV denominada «Guadalteba».
- Ayuntamiento de Teba.
- Consejería de Medio Ambiente.
- Consejería de Cultura.
- Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea (Aena).
- Sevillana de Electricidad.
- Confederación Hidrográfica del Sur.

b) Subestación 220/66/20 kV denominada «Teba».
- Ayuntamiento de Teba.
- Consejería de Medio Ambiente.
- Consejería de Cultura.
- Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea (Aena).
- Sevillana de Electricidad.
- Confederación Hidrográfica del Sur.

c) Ampliación del Parque Intemperie 220 kV de la Subes-
tación denominada «Tajo de la Encantada».

- Ayuntamiento de Alora.

- Sevillana de Electricidad.

d) Línea a 220 kV D/C Tajo de la Encantada-Guadelteba.
- Ayuntamiento de Alora.
- Ayuntamiento de Ardales.
- Ayuntamiento de Teba.
- Confederación Hidrográfica del Sur.
- Consejería de Medio Ambiente. Dpto. de Vías Pecuarias.
- Consejería de Medio Ambiente. Infoca.
- Consejería de Obras Públicas y Transportes.
- Consejería de Cultura.
- Diputación Provincial de Málaga.
- Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea (Aena).
- Ministerio de Defensa.
- Ministerio de Fomento.
- Sevillana de Electricidad.
- Renfe.
- Compañía Logística de Hidrocarburos CLH.

De estos organismos y entidades, unos contestaron y emi-
tieron informe con condicionados que fueron aceptados por
la empresa peticionaria y de otros fue aceptada la propuesta
del solicitante, ante el silencio producido una vez reiterada
la solicitud de informe.

Cuarto. Durante el período de información pública, pre-
sentaron alegaciones las siguientes entidades afectadas.

- P.T. Tecnología Iber S.L.U.
- Wiget Andalucía, S.A.
- Asociación de Promotores de Parques Eólicos de

Málaga.
- Sociedad Gestora de Parques Eólicos de Andalucía, S.A.

Gean S.A.
- Ecosistemas del Sur, S.L.
- Enerwind, S.L.

Dichas alegaciones fueron remitidas y contestadas por
la entidad solicitante.

Quinto. Consta en el expediente que Desarrollos Eólicos
tiene asignada por Compañía Sevillana de Electricidad, S.L.U.
(Endesa) punto de conexión en la Subestación Tajo de la
Encantada con potencia de evacuación 114,6 Mw.

Sexto. Consta en el expediente declaración de impacto
ambiental favorable emitido por la Delegación Provincial de
la Consejería de Medio Ambiente de Málaga de fecha 28 de
junio de 2002.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Dirección General de Industria, Energía y
Minas es competente para conceder la solicitada Autorización
Administrativa de acuerdo con el Título I, artículo 13.14 del
Estatuto de Autonomía para Andalucía, Ley 54/1997, del Sec-
tor Eléctrico, Real Decreto 1955/2000, por el que se regulan
las actividades de transporte, distribución, comercialización
y procedimiento de autorización de instalaciones de energía
eléctrica, R.D. 2818/1998 de 23 de diciembre sobre pro-
ducción de energía eléctrica por instalación abastecidas por
recursos o fuentes de energía renovables, residuos y coge-
neración, Orden de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico, de 30 de septiembre de 2002, por la que se regula
el procedimiento para priorizar el acceso y conexión a la red
eléctrica para evacuación de energía de las instalaciones de
generación contempladas en el R.D. 2818/1998, Decreto del
Presidente de la Junta de Andalucía 6/2000, de 28 de abril,
sobre Reestructuración de Consejerías y Decreto 244/2000,
de 31 de mayo, sobre Estructura Orgánica de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico.
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Vistos los preceptos legales citados y demás de general
aplicación, esta Dirección General de Industria, Energía y
Minas, a propuesta del Servicio de Energía,

R E S U E L V E

Primero. Autorizar a la empresa solicitante Desarrollos
Eólicos, S.A. las instalaciones referenciadas cuyas caracterís-
ticas principales serán:

1. Subestación «Guadalteba», en el t.m. de Teba, entrada
subterránea de evacuación de algunas plantas en 20 kV, entra-
da aérea de evacuación de algunas plantas en 66 kV, y línea
de salida aérea a 220 kV. Incluye:

- Posiciones de 220 kV exterior.
- Posiciones de 66 kV exterior.
- Posiciones de 20 kV interior modulares.
- 2 posiciones de transformación 220/66 kV con potencia

cada una de 100 MVA y una posición 66/20 con potencia
de 50 MVA.

- Posición de control.
- Posición de servicios auxiliares.

2. Subestación «Teba» en t.m. de Teba: Entrada sub-
terránea de evacuación de algunas plantas en 20 kV, entrada
aérea de evacuación de algunas plantas en 66 kV, y entrada
aérea en 220 kV procedente de la subestación Guadalteba,
línea de salida aérea en 220 kV. Incluye:

- Posiciones de 220 kV exterior.
- Posiciones de 66 kV exterior.
- Posiciones de 20 kV interior modulares.
- 2 posiciones de transformación 220/66 kV con potencia

cada una de 100 MVA y una posición 66/20 kV con potencia
de 50 MVA.

- Posición de control.
- Posición de servicios auxiliares.

3. Ampliación subestación «Tajo de la Encantada» en
t.m. de Alora. Incluye:

- Posiciones de 220 kV exterior con dos posiciones de
línea.

- Posición de control.
- Posición de servicios auxiliares.

4. Línea aérea doble circuito dúplex de tensión de servicio
220 kV, longitud 31,5 km con conductores LA-455 entre las
subestaciones Tajo de la Encantada, Teba y Guadalteba. Dis-
curre por los tt.mm. de Ardales, Alora y Teba.

Términos municipales afectados: Teba, Alora y Ardeles
(Málaga).

Segundo. Las citadas instalaciones no podrán construirse
mientras no cuente el peticionario con la aprobación del pro-
yecto de ejecución, previo cumplimiento de los trámites que
se señalan en el artículo 130 y siguientes del Real Decreto
1955/2000, debiendo solicitarse la indicada aprobación en
el plazo máximo de 2 años (artículo 128), transcurrido el
cual sin haberse solicitado, se producirá la caducidad del expe-
diente. El peticionario podrá por razones justificadas solicitar
prórrogas del plazo establecido.

Tercero. Para la utilización para evacuación de energía
por terceros de estas instalaciones de conexión se tendrá en
cuenta lo indicado en el ya mencionado R.D. 1955/2000,
R.D. 2818/1998 de 23 de diciembre, sobre producción de
energía eléctrica por instalaciones abastecidas por recursos
o fuentes de energía renovables, residuos y cogeneración, y
el resultado que se produzca como consecuencia de la prio-

rización en la evacuación de la energía para la zona de acuerdo
con la Orden de 30 de septiembre de 2002 de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, por la que se regula el
acceso y conexión a la red eléctrica para evacuación de energía
de las instalaciones de generación contempladas en el R.D.
2818/1998 de 23 de diciembre.

Esta utilización para evacuación de energía por otros usua-
rios estará sujeta a autorización de esta Dirección General
de Industria, Energía y Minas de acuerdo con el artículo 20.5
del R.D. 2818/1998.

Contra la presente Resolución que no pone fin a la vía
administrativa, se podrá interponer recurso de alzada, ante
el Excmo. Sr. Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
en el plazo de un mes contado a partir del día de notificación,
de conformidad con lo establecido en el artículo 114.2 de
la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 6 de febrero de 2003.- El Director General, Jesús
Nieto González.

RESOLUCION de 17 de marzo de 2003, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicas subvenciones concedidas al amparo de la
Orden que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Delegación Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas con cargo al
Programa Presupuestario 32C y al amparo de la Orden de
29 de marzo de 2001, por la que se regula el Programa
Andaluz para el Fomento de la Economía Social.

Programa: Subvención para la Creación de Empresas.

Expediente: SC.0123.CA/02.
Beneficiario: Jeanpi Construcciones, S.L.L.
Municipio: Chiclana de la Frontera.
Subvención: 20.000,00 E.

Expediente: SC.0133.CA/02.
Beneficiario: Mármoles Lobato Piñero, S.L.L.
Municipio: Chiclana de la Frontera.
Subvención: 15.000,00 E.

Expediente: SC.0158.CA/02.
Beneficiario: Sociovetorve, S.L.L.
Municipio: El Puerto de Santa María.
Subvención: 10.000,00 E.

Programa: Subvención para el Desarrollo de Empresas.

Expediente: SC.0073.CA/02.
Beneficiario: Vídeo Verdi, S. Coop. And.
Municipio: El Puerto de Santa María.
Subvención: 40.000,00 E.

Expediente: SC.0080.CA/02.
Beneficiario: Construcciones Aracal, S. Coop. And.
Municipio: Chiclana de la Frontera.
Subvención: 7.000,00 E.

Expediente: SC.0131.CA/02.
Beneficiario: Sociedad Cooperativa Andaluza de Traba-

jadores Ceyla.
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Municipio: Olvera.
Subvención: 35.000,00 E.

Cádiz, 17 de marzo de 2003.- El Delegado, Agustín
Barberá Salvador.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y PESCA

ORDEN de 14 de marzo de 2003, de aprobación
de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares
modelos-tipo, para los contratos de Consultoría y Asis-
tencia o de Servicios, por el procedimiento abierto
mediante concurso y por el procedimiento negociado
sin publicidad.

El Reglamento General de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001,
de 12 de octubre, además de ejercer una función recopila-
toria de anteriores disposiciones con las adaptaciones nece-
sarias al actual marco legal, tal como señala su propia Expo-
sición de Motivos, establece significativas modificaciones con
respecto a las distintas normas que tiene como precedente.
Por ello, en aras al principio de eficacia, se ha considerado
conveniente la elaboración de Pliegos de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares, modelos-tipo, adaptados a la nueva nor-
mativa contractual, que mediante la adecuada sistematización
y unificación de criterios, faciliten la mayor objetividad en el
proceso de adjudicación de los contratos públicos.

La presente Orden aprueba los Pliegos de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares correspondientes a los contratos de
Consultoría y Asistencia y los de Servicios, en las dos moda-
lidades que los precedentes de los últimos años señalan como
las más habituales en esta Consejería, es decir, el procedi-
miento abierto mediante concurso y el procedimiento nego-
ciado sin publicidad.

En su virtud, previo informe del Gabinete Jurídico de la
Junta de Andalucía y de acuerdo con las atribuciones con-
feridas por el artículo 49.3 de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, texto refundido aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, y el artículo 39
de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

D I S P O N G O

Primero. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares, modelo-tipo, para los contratos de Consultoría
y Asistencia y de Servicios por el procedimiento abierto median-
te concurso, que se adjunta como Anexo I de la presente
Orden.

Segundo. Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares, modelo-tipo, para la contratación de consultoría
y asistencia y de servicios, por el procedimiento negociado
sin publicidad que se adjunta como Anexo II de la presente
Orden.

Tercero. La utilización de los Pliegos modelo-tipo que se
aprueban por la presente Orden será obligatoria para los órga-
nos de esta Consejería. Excepcionalmente, si las peculiaridades
de un determinado contrato así lo exigieran, podrán utilizarse
Pliegos elaborados especialmente para un expediente. En este
caso los Pliegos deberán respetar la misma estructura formal
que tienen los que se aprueban como tipo, y previamente
a su utilización, ser autorizado su uso expresamente por la
Secretaría General Técnica.

Cuarto. Los Pliegos de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares que se ajusten a los que se aprueban por la presente
Orden no requerirán informe previo del Gabinete Jurídico de
la Junta de Andalucía.

Quinto. Los mencionados Pliegos de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares, modelos-tipo, serán de aplicación a los
expedientes de contratación que se inicien a partir de publi-
cación de la presente Orden.

Sevilla, 14 de marzo de 2003

PAULINO PLATA CANOVAS
Consejero de Agricultura y Pesca

ANEXO I

Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, modelo-
tipo, para los contratos de Consultoría y Asistencia o de
Servicios, por procedimiento abierto mediante concurso.

ANEXO II

Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, modelo-
tipo, para los contratos de Consultoría y Asistencia o de
Servicios, por procedimiento negociado sin publicidad.

EXPTE. NUM.:

PLIEGO-TIPO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICU-
LARES PARA LOS CONTRATOS DE CONSULTORIA Y ASIS-
TENCIA O DE SERVICIOS, POR PROCEDIMIENTO ABIERTO,

MEDIANTE CONCURSO

I N D I C E

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO
1. Régimen jurídico del contrato.
2. Objeto del contrato.
3. Precio del contrato.
4. Existencia del crédito.
5. Plazo de ejecución.
6. Capacidad para contratar.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO
7. Sistema de adjudicación.
8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.
8.2. Forma de presentación de las proposiciones.

8.2.1. Sobre núm. 1.
Título: Documentación general.
8.2.2. Sobre núm. 2.
Título: Proposición económica y técnica.

9. Procedimiento de adjudicación.
9.1. Recepción de documentación.
9.2. Certificación y calificación de documentos.
9.3. Apertura de proposiciones económicas y técnicas.
9.4. Informes Técnicos.
9.5. Propuesta de adjudicación.
9.6. Justificación de las obligaciones tributarias y con

la Seguridad Social.
9.7. Adjudicación del contrato.

10. Garantía definitiva.
11. Formalización del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO
12. Director del trabajo.
13. Ejecución del contrato.
14. Obligaciones laborales, sociales y económicas del

contratista.
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15. Seguros.
16. Penalidades.
17. Régimen de pagos.
18. Recepción.
19. Propiedad de los trabajos realizados.
20. Modificación.
21. Resolución del contrato.
22. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción.

ANEXO I. CUADRO RESUMEN DE LAS CARACTERISTICAS
DEL CONTRATO

ANEXO II. CRITERIOS DE ADJUDICACION Y BAREMOS
ANEXO III. DECLARACION RESPONSABLE DE TENER CAPA-

CIDAD DE CONTRATAR
ANEXO IV. PROPOSICION ECONOMICA
ANEXO V. DOCUMENTACION TECNICA
ANEXO VI. VARIANTES O ALTERNATIVAS PREVISTAS
ANEXO VII. MEDIOS DE JUSTIFICACION DE LA SOLVENCIA

ECONOMICA Y FINANCIERA Y TECNICA O PROFESIONAL
PARA LA ADMISION

ANEXO VIII. ESPECIFICACIONES PARA EL ABONO A CUENTA
DE OPERACIONES PREPARATORIAS

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Régimen jurídico del contrato.
El contrato a que se refiere el presente Pliego es de natu-

raleza administrativa y se regirá por el Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(TRLCAP), por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre,
por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), y
demás disposiciones de aplicación.

El presente Pliego de Cláusulas Administrativas Particu-
lares, el Pliego de Prescripciones Técnicas y demás docu-
mentos anexos, revestirán carácter contractual. Los contratos
se ajustarán al contenido del presente Pliego de Cláusulas
Administrativas cuyas cláusulas se considerarán parte inte-
grante de los respectivos contratos.

En caso de discordancia entre el presente Pliego y cual-
quiera del resto de los documentos contractuales, prevalecerá
el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares en el que
se contienen los derechos y obligaciones que asumirán las
partes del contrato.

El desconocimiento del contrato en cualquiera de sus tér-
minos, de los documentos anexos que forman parte del mismo,
o de las instrucciones, Pliegos o normas de toda índole apro-
badas por la Administración, que puedan ser de aplicación
en la ejecución de lo pactado, no eximirá al contratista de
la obligación de su cumplimiento.

2. Objeto del contrato.
El contrato a que se refiere el presente pliego tiene por

objeto la prestación de la consultoría y asistencia o del servicio
que se señala en el Anexo I, «Cuadro resumen de caracte-
rísticas del contrato».

3. Precio del contrato.
El presupuesto de licitación podrá ser máximo o indicativo,

según se indique en el Anexo I.
Si el presupuesto establecido es máximo la oferta eco-

nómica no podrá superar el presupuesto de licitación.
El precio del contrato será el que resulte de la adjudicación

del mismo e incluirá el IVA y demás tributos que sean de
aplicación, así como cualquier otro gasto contemplado en el
presente pliego, y se abonará con cargo a la aplicación pre-
supuestaria y anualidades que se señalen en el Anexo I.

La determinación del precio será a tanto alzado, por pre-
cios unitarios o por tarifas, de acuerdo con lo que se especifique
en el Anexo I y en el pliego de prescripciones técnicas.

El precio del presente contrato podrá ser objeto de revisión,
de conformidad con los artículos 103 y siguientes del TRLCAP,
a cuyos efectos se aplicará la fórmula o sistema recogido en
el Anexo I, donde igualmente se especificará si el precio es
o no revisable. En el supuesto de que no lo fuese constará
en el expediente la correspondiente resolución motivada, no
modificándose dicha circunstancia por la prórroga del plazo
durante la ejecución del contrato.

4. Existencia del crédito.
Existe el crédito preciso para atender las obligaciones eco-

nómicas que se deriven para la Administración del contrato
a que se refiere el presente Pliego.

El expediente de contratación se podrá tramitar antici-
padamente de acuerdo con las normas vigentes que le sean
de aplicación. En este supuesto, se hará constar tal circuns-
tancia de forma expresa en el Anexo I.

Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al
de la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará some-
tida a la condición suspensiva de existencia de crédito ade-
cuado y suficiente para financiar las obligaciones derivadas
del contrato en el ejercicio correspondiente, existiendo pre-
visión de crédito para tal fin en los Presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía (art. 67.2.d RGLCAP).

5. Plazo de ejecución.
El plazo de ejecución del contrato, así como los plazos

parciales que en su caso pudieran establecerse, serán los fija-
dos en el Anexo I, y comenzará a contar a partir del día siguiente
al de la firma del contrato.

No obstante, y de acuerdo con la propuesta técnica del
adjudicatario, la Administración podrá aprobar el programa
de trabajo en el que se incluirán los plazos total y parciales
obligatorios.

A tenor de lo dispuesto en el párrafo 1.º del artículo 198
del TRLCAP, por mutuo acuerdo de las partes y con las limi-
taciones establecidas en cuanto a su duración, podrá prorro-
garse el plazo de ejecución del contrato, una vez ponderadas
todas las circunstancias que concurran en el caso, mante-
niendo los mismos importes de los precios unitarios que sir-
vieron de base para la adjudicación.

Cuando el contrato sea complementario de otro principal
se indicará en al Anexo I el plazo de ejecución a que queda
vinculado.

6. Capacidad para contratar.
Están facultadas para contratar las personas naturales o

jurídicas, españolas y extranjeras que, teniendo plena capa-
cidad de obrar, no se hallen comprendidas en alguna de las
circunstancias que señala el art. 20 del TRLCAP, y acrediten
su solvencia económica, financiera y técnica o profesional,
conforme se indica en el presente pliego.

La finalidad o actividad del adjudicatario deberá tener
relación directa con el objeto del contrato, según resulte, en
su caso, de sus respectivos estatutos o reglas fundacionales
y se acredite debidamente, debiendo disponer de una orga-
nización con elementos personales y materiales suficientes
para la debida ejecución del contrato.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

7. Sistema de adjudicación.
El contrato se adjudicará por el procedimiento abierto

mediante la forma de concurso, con o sin admisión de variantes
o alternativas, según se especifique en el Anexo I.

8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.
Cada licitador no podrá presentar más de una proposición,

ni individualmente ni como miembro de más de una unión
temporal.
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8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.
Las proposiciones, junto con la documentación preceptiva

se presentarán, dentro del plazo señalado en el anuncio, en
el Registro General del órgano de contratación indicado en
el mismo.

Cuando las proposiciones se envíen por correo, el empre-
sario deberá justificar la fecha de imposición del envío en
las Oficinas de Correos y anunciar al órgano de contratación
su remisión de la oferta mediante télex, telegrama o telefax
en el mismo día.

Sin la concurrencia de ambos requisitos no será admitida
la proposición si es recibida por el órgano de contratación
con posterioridad a la fecha de la terminación del plazo seña-
lado en el anuncio.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes
a la indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta
en ningún caso será admitida.

La presentación de las proposiciones presume la acep-
tación incondicional por parte del licitador de todas las cláu-
sulas de este Pliego, sin salvedad alguna.

8.2. Forma de presentación de las proposiciones.
Los licitadores deberán presentar dos sobres, firmados

y cerrados, de forma que se garantice el secreto de su con-
tenido, señalados con los números 1 y 2.

Toda la documentación de las proposiciones presentadas
deberá venir en castellano. En el caso de que se presente
en idioma distinto ésta deberá acompañarse de traducción
realizada por intérprete jurado, que será nombrado por el Minis-
terio de Asuntos Exteriores cuando se trate de una lengua
extranjera.

Las prestaciones que integran esta contratación podrán
ser ofertadas en su totalidad o, cuando así esté previsto en
el Pliego, por lotes, debiendo especificarse claramente, en este
caso, por los licitadores en el contenido del sobre núm. 2
Propuesta económica y técnica, los lotes a los que concurren,
efectuándose la adjudicación en atención a los lotes ofertados.
En todo caso, cuando la contratación esté prevista por lotes,
las ofertas contendrán el precio ofertado por cada lote.

En el interior de cada sobre se hará constar en primer
término un índice de su contenido siguiendo la numeración
que se especifica en las cláusulas 8.2.1 y 8.2.2 (art. 80.1
RGLCAP).

En cada uno de los sobres figurará externamente el nombre
del licitador, domicilio social, teléfono y fax a efectos de comu-
nicaciones, así como el título de la consultoría y asistencia
o servicio, e incluirá la documentación que a continuación
se indica:

8.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación general.
Los documentos que se relacionan a continuación podrán

aportarse en original o mediante copias que tengan carácter
de auténticas conforme a la legislación vigente, a excepción
de aquellos documentos que acrediten la constitución de la
garantía provisional, que deberán ser en todo caso originales,
y se aportarán ordenados tal como se indica a continuación.

En las uniones temporales la documentación general
deberá ser aportada por todos y cada uno de sus miembros.

Las empresas podrán sustituir la documentación conte-
nida en los apartados 8.2.1 b), c), y g), y 9.6 por la aportación
del certificado expedido por el Registro de Licitadores, acom-
pañado de una declaración expresa responsable, emitida por
el licitador o cualquiera de sus representantes con facultades
que figuren en el Registro, relativo a la no alteración de los
datos que constan en el mismo, de acuerdo con lo previsto
en el Decreto 189/1997, de 22 de julio, por el que se crea
el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

a) Documento justificativo, en su caso, de haber cons-
tituido la garantía provisional a favor del órgano de contra-
tación, equivalente al 2% del presupuesto de licitación.

La garantía provisional podrá constituirse en cualquiera
de las formas previstas en el artículo 35.1 del TRLCAP y en
las condiciones establecidas reglamentariamente.

Si se constituye la garantía mediante aval prestado, en
la forma y condiciones reglamentarias, por alguna de las enti-
dades autorizadas para operar en España, deberá aportarse
el documento original. Si se constituyera la garantía mediante
seguro de caución celebrado con entidad aseguradora auto-
rizada para operar en el ramo de caución, deberá entregarse
el original del certificado del contrato. En ambos casos, deberá
constar en los citados documentos el visado que acredite el
previo bastanteo del poder efectuado por el Gabinete Jurídico
de la Junta de Andalucía, que se obtendrá en las Delegaciones
Provinciales de la Consejería de Economía y Hacienda.

En caso de constituirse en metálico o en valores públicos
o privados, con sujeción, en su caso, a las condiciones regla-
mentariamente establecidas, el metálico, los valores o los cer-
tificados correspondientes se depositarán en las Cajas Pro-
vinciales de Depósitos establecidas en las Delegaciones Pro-
vinciales de la Consejería de Economía y Hacienda.

Los licitadores que tuvieran constituida una garantía global
conforme a lo establecido en el art. 36.2 del TRLCAP, deberán
aportar certificación expedida por la Caja de Depósitos com-
prensiva de la existencia de la garantía global y de la suficiencia
de la misma.

El órgano de contratación podrá exigir la prestación de
la garantía provisional en los contratos de cuantía inferior a
la señalada en el art. 203.2 del TRLCAP, de conformidad
con lo dispuesto en el art. 35.1 de la misma Ley. En el Anexo I
se indicará, en su caso, expresamente dicha exigencia.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley 2/1999, de 31
de marzo, de Sociedades Cooperativas Andaluzas, las socie-
dades cooperativas andaluzas que participen en los proce-
dimientos de contratación o contraten efectivamente con las
Administraciones Públicas radicadas en Andalucía, sólo ten-
drán que aportar el veinticinco por ciento de las garantías
que hubieren de constituir.

Las uniones temporales de empresarios deberán constituir
la garantía provisional en la forma establecida en el artícu-
lo 61.1 del RGLCAP.

De conformidad con lo establecido en el artículo 62 de
RGLCAP si algún licitador retira su proposición injustificada-
mente antes de la adjudicación, o si el adjudicatario no cons-
tituye la garantía definitiva o, por causas imputables al mismo,
no pudiese formalizarse el contrato, se procederá a la ejecución
de la garantía provisional. La falta de contestación a la solicitud
de información a que se refiere el artículo 83.3 del TRLCAP,
o el reconocimiento por parte del licitador de que su proposición
adolece de error, o inconsistencia que la hagan inviable, ten-
drán la consideración de retirada injustificada de la pro-
posición.

b) Documentos acreditativos de la personalidad y capa-
cidad del licitador.

1. Si el licitador fuere persona jurídica, deberá presentar
copia autenticada o testimonio notarial de la escritura de cons-
titución o de modificación, en su caso, inscritas en el Registro
Mercantil, cuando este requisito fuera exigible conforme a la
legislación mercantil que le sea aplicable. Si no lo fuere, la
acreditación de la capacidad de obrar se realizará mediante
la escritura o documento de constitución, estatutos o acto fun-
dacional, en el que constaren las normas por las que se regula
su actividad, inscritos, en su caso, en el correspondiente Regis-
tro oficial.

2. En las uniones temporales, tanto de personas físicas
como jurídicas, cada uno de los componentes acreditará su
capacidad, personalidad, representación y solvencia, debiendo
indicar en documento aparte los nombres y circunstancias
de los que la suscriben, el porcentaje de participación de cada
uno de ellos y designar la persona o entidad que, durante
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la vigencia del contrato, ha de ostentar la plena representación
de todos ante la Administración, sin que sea necesaria la for-
malización de la misma en escritura pública hasta que se
haya efectuado la adjudicación a su favor.

El licitador que forme parte de una unión temporal no
podrá concurrir además individualmente en el mismo proce-
dimiento o figurar en más de una unión temporal.

3. Para los licitadores individuales será obligatorio la pre-
sentación de copia compulsada, notarial o administrativamente
del Documento Nacional de Identidad o el que, en su caso,
lo sustituya reglamentariamente, así como el Número de Iden-
tificación Fiscal.

4. Para los licitadores no españoles de Estados miembros
de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre
el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-
cripción en los Registros o presentar las certificaciones, que
se indican para los contratos de consultoría y asistencia o
servicios en el Anexo I.3 del RGLCAP.

5. Los demás licitadores extranjeros deberán acreditar su
capacidad de obrar con certificación, expedida por la respectiva
representación diplomática española en el Estado correspon-
diente, acreditativa de figurar inscritos en el correspondiente
Registro local profesional, comercial o análogo, o en su defecto,
que actúan con habitualidad en el tráfico local en el ámbito
de las actividades a las que se extiende el objeto del contrato.
En estos supuestos, además, deberá acompañarse informe
de dicha representación diplomática española sobre la con-
dición de Estado signatario del Acuerdo sobre Contratación
Pública de la Organización Mundial del Comercio o, en caso
contrario, el informe de reciprocidad a que se refiere el artícu-
lo 23.1 del TRLCAP.

c) Documentos acreditativos de la representación.
Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre

de otro presentarán poder de representación, bastanteado
por el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Si el licitador fuera persona jurídica, el poder general debe-
rá figurar inscrito, en su caso, en el Registro Mercantil. Si
se trata de un poder especial para un acto concreto no será
necesario el requisito de su previa inscripción en el Registro
Mercantil.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de
representación, deberá acompañar copia compulsada, notarial
o administrativamente, de su Documento Nacional de Iden-
tidad.

d) Documentos que acreditan la solvencia económica y
financiera y técnica o profesional. La justificación de la sol-
vencia económica y financiera y técnica o profesional se acre-
ditará por los medios previstos en los artículos 16 y 19 del
TRLCAP.

Tanto los medios para justificar la solvencia como los
criterios de selección se especificarán para cada contrato en
concreto en el Anexo VII.

e) Certificado de clasificación en contratos de servicios.
En los contratos de servicios, cuando así se indique en

el Anexo I, se aportará el certificado de clasificación expedido
por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del
Ministerio de Economía y Hacienda, acreditativo de estar cla-
sificada en el grupo, subgrupo y categoría que se indique,
acompañado de una declaración responsable de la vigencia
de la misma y de las circunstancias que sirvieron de base
para su otorgamiento.

La presentación del certificado de clasificación eximirá
a los licitadores de presentar otros documentos probatorios
de su personalidad y capacidad jurídica, así como de la sol-
vencia indicada en el apartado anterior.

A efecto de lo previsto en la disposición transitoria única
del RGLCAP, en el Anexo I se indicaran los grupos y subgrupos
que corresponda exigir con arreglo a la normativa anterior y
a la vigente.

f) Empresas extranjeras.
Las empresas extranjeras aportarán declaración de some-

terse a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles
de cualquier orden, para todas las incidencias que de modo
directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia,
en su caso, al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corres-
ponder al licitante.

g) Declaración responsable.
Así mismo, deberán presentar declaración responsable,

otorgada ante autoridad administrativa, notario público u orga-
nismo profesional cualificado, de tener plena capacidad de
obrar y no estar incurso en las prohibiciones e incompati-
bilidades conforme a los artículos 15 a 20 del TRLCAP, así
como de no formar parte de los órganos de gobierno o admi-
nistración persona alguna a las que se refiere la Ley 5/1984,
de 23 de abril, de Incompatibilidad de Altos Cargos de la
Administración Andaluza, y de hallarse al corriente en el cum-
plimiento de las obligaciones tributarias frente al Estado y a
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y con la Seguridad
Social impuestas por las disposiciones vigentes. Estas circuns-
tancias se encuentran recogidas en el modelo establecido en
el Anexo III, «Declaración responsable de tener capacidad para
contratar».

h) Trabajadores minusválidos.
Acreditación fehaciente de tener, en su caso, en plantilla

un número de trabajadores minusválidos no inferior al 2 por
100 de aquélla o haber adoptado las medidas alternativas
previstas en el Real Decreto 27/2000, de 14 de enero (BOE
de 26 de enero).

i) Relación de empresas pertenecientes al mismo grupo.
A los efectos de la aplicación de la regla prevista en el

artículo 86.1 del RGLCAP, los licitadores deberán presentar
relación de las empresas pertenecientes al mismo grupo, enten-
diéndose por tales las que se encuentren en alguno de los
supuestos del artículo 42.1 del Código de Comercio.

8.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición económica y
técnica.

a) En este sobre se incluirá la proposición económica
que deberá ajustarse al modelo oficial que figura como
Anexo IV, «Proposición económica», debidamente firmada y
fechada.

En la oferta económica se entenderá a todos los efectos
incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido y demás tributos
de cualquier índole que sean de aplicación, así como todos
los gastos que se originen para el adjudicatario, como con-
secuencia del cumplimiento de las obligaciones del contrato.

Cada licitador solamente podrá presentar una única oferta
económica.

No se aceptarán aquellas proposiciones que tengan omi-
siones, errores o tachaduras que impidan conocer claramente
todo aquello que la Administración estime fundamental para
la oferta.

b) La propuesta técnica incluirá la documentación que
se indica en el Anexo V, y se presentará perfectamente cla-
sificada por apartados y siguiendo la misma estructura que
se contiene en el citado anexo.

Sólo se podrá tomar en consideración las variantes o alter-
nativas que se hayan previsto expresamente en el pliego. En
este caso se precisará en el Anexo VI sobre qué elementos
y en qué condiciones queda autorizada su presentación y si
podrán tener o no repercusión económica.

9. Procedimiento de adjudicación.
9.1. Recepción de documentación.
Terminado el plazo de recepción de proposiciones, el fun-

cionario responsable del Registro General expedirá una cer-
tificación donde se relacionen las proposiciones recibidas o,
en su caso, sobre la ausencia de licitadores, que junto con
los sobres remitirá al Secretario de la Mesa de contratación.
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9.2. Certificación y calificación de documentos.
Recibidos los sobres por el Secretario de la Mesa de con-

tratación junto con el Certificado del funcionario encargado
del Registro, se reunirá la Mesa de contratación, designada
por el órgano de contratación, para calificar previamente los
documentos presentados en tiempo y forma.

A tal efecto, el Presidente ordenará la apertura del sobre
núm. 1.

Si la mesa observase defectos u omisiones subsanables
en la documentación presentada, lo comunicará verbalmente
a los interesados y lo hará público a través del tablón de
anuncios del Registro General de la Consejería de Agricultura
y Pesca, concediéndose un plazo no superior a tres días hábiles
para que los licitadores los corrijan o subsanen ante la propia
mesa de contratación, bajo apercibimiento de exclusión defi-
nitiva del licitador si en el plazo concedido no procede a la
subsanación de la documentación (art. 81.2 RGLCAP).

Posteriormente se reunirá de nuevo la Mesa de contra-
tación para adoptar el oportuno acuerdo sobre la admisión
definitiva de los licitadores a la vista de las subsanaciones
ordenadas.

9.3. Apertura de proposiciones económicas y técnicas.
El Presidente, en el día y hora señalados en el anuncio,

procederá en acto público a notificar el resultado sobre la admi-
sión y/o exclusión de los licitadores, con expresión de las pro-
posiciones rechazadas y la causa de la exclusión, procedién-
dose a la apertura del sobre núm. 2. Los sobres que contengan
las proposiciones rechazadas no podrán ser abiertos.

En este acto el Presidente hará constar a los licitadores
el día y hora en el que se procederá en acto público a formular
propuesta de adjudicación (art. 87 RGLCAP).

9.4. Informes Técnicos.
La Mesa de contratación, si lo considera conveniente,

remitirá a la Comisión Técnica la documentación del sobre
2, a fin de que por ésta se realice el estudio de las distintas
proposiciones presentadas por los licitadores admitidos, el cual
deberá contener la valoración de las mismas conforme a los
criterios de adjudicación establecidos.

El orden de prioridad de los criterios de adjudicación y
el baremo para la valoración de los mismos se fijarán por
orden decreciente en el Anexo II, «Criterios objetivos de adju-
dicación y baremos de valoración».

Una vez realizado el estudio de las distintas ofertas según
los criterios indicados, por la Comisión Técnica se elaborará
un informe en el que se expresará la puntuación obtenida
por los licitadores en cada uno de los criterios objetivos de
valoración contenidos en el Anexo II. Este informe junto con
la documentación técnica se elevará a la Mesa de contratación.

9.5. Propuesta de adjudicación.
La Mesa de contratación, en acto público, procederá a

formular propuesta de adjudicación a favor de la proposición
más ventajosa o, en su caso, propuesta de declaración de
concurso desierto (art. 87 RGLCAP).

Tendrán preferencia en la adjudicación las empresas que,
en su caso, acrediten tener en su plantilla un número de tra-
bajadores minusválidos no inferior al 2 por 100 o hubieran
adoptado las medidas alternativas previstas en el Real Decreto
27/2000, de 14 de enero (BOE del 26 de enero), siempre
que sus proposiciones igualen en sus términos a las más ven-
tajosas desde el punto de vista de los criterios objetivos que
sirvan de base para la adjudicación.

9.6. Justificación de las obligaciones tributarias y con
la Seguridad Social.

Antes de la adjudicación, a los que vayan a resultar adju-
dicatarios del contrato, se les concederá un plazo máximo
de cinco días hábiles, al objeto de que, como se indica a
continuación, justifiquen debidamente estar al corriente en el
cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad
Social, que también podrá acreditarse con la aportación del
certificado expedido por el Registro de Licitadores, tal como
se indica en la cláusula 8.2.1.

a) Obligaciones Tributarias.
Deberá aportar certificación positiva expedida por la Agen-

cia Estatal de Administración Tributaria de estar al corriente
de las obligaciones tributarias a que se refiere el art. 13 del
RGLCAP, o declaración responsable de no estar obligado a
presentar las declaraciones o documentos a que se refiere
dicho artículo.

Igualmente, y en cumplimiento del apartado e) del art. 13
citado, se deberá aportar certificación positiva, expedida por
la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria o por
los Servicios de Tesorería de las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Anda-
lucía, justificativa de la inexistencia con la Administración Auto-
nómica de deudas de naturaleza tributaria en período ejecutivo
o, en el caso de contribuyentes contra los que no proceda
la utilización de la vía de apremio, deudas no atendidas en
período voluntario.

b) Obligaciones con la Seguridad Social.
Así mismo, deberá aportar certificación positiva expedida

por la Tesorería Territorial de la Seguridad Social de hallarse
al corriente de las obligaciones de la Seguridad Social a que
se refiere el art. 14 del RGLCAP, o declaración responsable
de no estar obligado a presentar las declaraciones o docu-
mentos a que se refiere dicho artículo.

c) Impuesto sobre Actividades Económicas.
Los licitadores presentarán justificante de estar dado de

alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas y al corriente
en el pago del mismo, aportando al efecto copia de la carta
de pago del último ejercicio, en los términos establecidos en
el artículo 13.1.a) del RGLCAP.

9.7. Adjudicación del contrato.
La Mesa de contratación, a la vista del informe técnico,

elevará, junto con las reclamaciones que se hayan presentado
por los licitadores, una propuesta de adjudicación al órgano
de contratación que haya de adjudicar el contrato.

Cuando el órgano de contratación no adjudique el contrato
de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa de con-
tratación deberá motivar su decisión.

La resolución motivada de adjudicación, será notificada
directamente al adjudicatario y a todos los participantes en
la licitación, sin perjuicio de su publicación de conformidad
con lo establecido en el artículo 93 del TRLCAP.

10. Garantía definitiva.
Antes de la formalización del contrato y en el plazo máximo

de 15 días naturales, contados desde la recepción por el con-
tratista de la notificación de la adjudicación deberá presentar
el resguardo acreditativo de haber constituido por cualquiera
de los medios establecidos en el art. 36 del TRLCAP, una
garantía definitiva, equivalente al 4% del importe de adju-
dicación, a disposición del órgano de contratación, en las Cajas
Provinciales de Depósitos de la Consejería de Economía y
Hacienda de la Junta de Andalucía.

Cuando así se indique en el Anexo I, y atendiendo a
las circunstancias especiales que concurran en el contrato,
se prestará además una garantía adicional de hasta un 6%
del importe de adjudicación.

Además, cuando así también se indique en el Anexo I,
se prestará una garantía complementaria, de hasta un 16%
del precio del contrato, en función de la desviación a la baja
de la oferta seleccionada de la que se defina como oferta
media y de la aproximación de aquélla al umbral a partir del
cual las ofertas deben ser consideradas como anormalmente
bajas.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley 2/1999, de 31
de marzo, de Sociedades Cooperativas Andaluzas, las socie-
dades cooperativas andaluzas que participen en los proce-
dimientos de contratación o contraten efectivamente con las
Administraciones Públicas radicadas en Andalucía, sólo ten-
drán que aportar el veinticinco por ciento de las garantías
que hubieren de constituir.
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Cuando a consecuencia de la modificación del contrato,
el precio del mismo experimente variación, se reajustará la
garantía constituida en la cuantía necesaria para que se man-
tenga la debida proporcionalidad entre la garantía y el precio
del contrato vigente en cada momento.

11. Formalización del contrato.
Antes de la formalización del contrato, el adjudicatario

deberá acreditar haber abonado el importe total del anuncio
de licitación y, en su caso, el de la publicación en otros medios
de difusión como gastos que corresponden al adjudicatario.

El contrato se formalizará en documento administrativo,
dentro de los treinta días naturales siguientes a contar desde
la notificación de la adjudicación, siendo dicho documento
título válido para acceder a cualquier registro público.

Cuando el adjudicatario solicite la formalización del con-
trato en escritura pública, los gastos derivados de su otor-
gamiento serán de cuenta del mismo.

La escritura pública de formalización de la unión temporal
deberá aportarse previamente a la firma del contrato.

Simultáneamente con la firma del contrato, deberá ser
firmado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares y el de Prescripciones Técnicas.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

12. Director del trabajo.
La Administración podrá designar un Director de los tra-

bajos, cuyas funciones serán, con carácter general, las deri-
vadas de la dirección, comprobación, informe y vigilancia de
la correcta realización de los trabajos, así como dar la con-
formidad a las facturas presentadas y, en especial, las que
le asigne el órgano de contratación.

La designación o no del Director, y el ejercicio o no por
el mismo de sus facultades, no eximirá al contratista de la
correcta ejecución del objeto del contrato, salvo que las defi-
ciencias sean debidas a orden directa del mismo, con expresa
reserva escrita por parte del contratista, tanto al propio Director
como al órgano de contratación.

El nombramiento del Director será comunicado por escrito
al contratista en el plazo de quince días desde la fecha de
formalización del contrato y, en su caso, su sustitución en
idéntico plazo, desde la fecha en que se hubiera producido.

El Director y sus colaboradores, acompañados por el Dele-
gado del contratista, tendrán libre acceso a los lugares donde
se realice la consultoría y asistencia o servicio y a los trabajos
mismos.

El contratista, sin coste adicional alguno, facilitará a la
Administración asistencia profesional en las reuniones expli-
cativas o de información, que ésta estime necesarias para
el aprovechamiento de la prestación contratada.

13. Ejecución del contrato.
El contratista estará obligado a presentar un programa

de trabajo, cuando así se especifique en el pliego de pres-
cripciones técnicas y con el contenido que en el mismo se
indique, que será aprobado por el órgano de contratación.

La Administración proporcionará al adjudicatario cuantos
datos sean necesarios para la ejecución del contrato, salvo
en el caso de que los mismos formen parte del objeto del
contrato.

La realización del trabajo se llevará a cabo con sujeción
a lo previsto en este Pliego y en el de Prescripciones Técnicas,
y de acuerdo con las instrucciones que para su interpretación
diere la Administración.

El contratista no podrá sustituir al personal facultativo
adscrito a la realización de los trabajos, sin la expresa auto-
rización del Director de los mismos.

El contratista está obligado a guardar sigilo respecto de
los datos y antecedentes que, no siendo públicos o notorios,

estén relacionados con el objeto del contrato, de los que tenga
conocimiento con ocasión del mismo (art. 112.2 RGLCAP).

14. Obligaciones laborales, sociales y económicas del
contratista.

El personal adscrito a los trabajos dependerá exclusiva-
mente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y debe-
res inherentes a su calidad de empresario respecto del mismo.

En general, el contratista responderá de cuantas obliga-
ciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así
como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desarro-
llan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél,
o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,
sin que pueda repercutir contra la Administración ninguna
multa, sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por
incumplimiento de alguna de ellas, pudieran imponerle los
Organismos competentes.

En cualquier caso, el contratista, indemnizará a la Admi-
nistración de toda cantidad que se viese obligada a pagar
por incumplimiento de las obligaciones aquí consignadas, aun-
que ello le venga impuesto por resolución judicial o admi-
nistrativa.

Corresponderá y será a cargo del contratista:

a) La obtención de las autorizaciones y licencias, docu-
mentos o cualquier información, tanto oficiales como parti-
culares, que se requieran para la realización de la consultoría
y asistencia o servicio contratado.

b) Cualesquiera otros gastos a que hubiera lugar para
la realización del objeto del contrato, incluidos los fiscales.

c) Asimismo, será de cuenta del contratista la indem-
nización de los daños que se causen tanto a la Administración
como a terceros, como consecuencia de las operaciones que
requiera la ejecución de la consultoría y asistencia o servicio,
salvo cuando tales perjuicios hayan sido ocasionados por una
orden inmediata y directa de la Administración.

15. Seguros.
El contratista deberá tener suscritos los seguros obliga-

torios, así como un seguro que cubra la responsabilidad que
se deriven en la ejecución del contrato, en los términos que,
en su caso, se indique en el pliego de prescripciones técnicas.

16. Penalidades.
El contratista está obligado a cumplir el plazo final y,

en su caso, los parciales fijados.
En caso de incumplimiento de esta obligación se estará

a lo dispuesto en el artículo 95 del TRLCAP.
Al incumplimiento de la ejecución parcial se le aplicarán

las penalidades previstas para el incumplimiento del plazo
total.

17. Régimen de pagos.
El contratista tiene derecho al abono, con arreglo a los

precios convenidos, de la parte del contrato realmente eje-
cutada a satisfacción de la Administración.

El pago del precio se realizará, según se indica en el
Anexo I, de una sola vez a la finalización del trabajo, previa
comprobación de cantidades y calidades de la prestación rea-
lizada, informe del Director del trabajo y recepción de con-
formidad, o, parcialmente, por el sistema de abono a cuenta,
previa prestación de la garantía correspondiente, cuando así
lo autorice la Administración conforme a lo estipulado en el
Pliego de Prescripciones Técnicas, expidiéndose a favor de
la Empresa las certificaciones correspondientes a los trabajos
realizados.

Si como consecuencia de retrasos en el abono del precio
por parte de la Administración se devengan intereses de demo-
ra, los mismos se calcularán abonándose al contratista, a partir
del cumplimiento de los plazos para su devengo que vienen
legalmente establecidos en los artículos 99.4 y 110.4 del
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TRLCAP, el interés legal del dinero, incrementando en 1,5
puntos, de las cantidades adeudadas.

De conformidad con el artículo 201 del RGLCAP el adju-
dicatario tendrá derecho a percibir a la iniciación de la eje-
cución del contrato hasta un 20% del importe total del mismo,
como abono a cuenta para la financiación de las operaciones
preparatorias, debiéndose asegurar el referido pago mediante
la prestación de garantía. Las especificaciones para su abono
para cada contrato en concreto se indicarán en el Anexo VIII:

El pago del precio se efectuará previa presentación de
factura por triplicado ejemplar, debiendo ser repercutido como
partida independiente el Impuesto sobre el Valor Añadido en
el documento que se presente para el cobro, sin que el importe
global contratado experimente incremento alguno.

18. Recepción.
En el pliego de prescripciones técnicas se indicará, en

su caso, el lugar de entrega del objeto del contrato.
La recepción del objeto de contrato se efectuará de acuerdo

con lo previsto en los artículos 110 y 213 del TRLCAP.
La constatación de la correcta ejecución del objeto del

contrato se acreditará mediante certificación expedida por el
director de los trabajos.

Una vez efectuada la recepción de la totalidad del trabajo,
o, cumplido el plazo de garantía que, en su caso, se indique
en el Anexo I, se procederá a la devolución de la garantía
prestada.

19. Propiedad de los trabajos realizados.
Quedarán en propiedad de la Junta de Andalucía tanto

la consultoría y asistencia o servicio recibidos como los dere-
chos inherentes a los trabajos realizados, su propiedad indus-
trial y comercial, reservándose la Administración su utilización,
no pudiendo ser objeto de comercialización, reproducción u
otro uso no autorizado expresamente por la Administración
de la Junta de Andalucía, y ésta, en consecuencia, podrá
recabar en cualquier momento la entrega de los documentos
o materiales que la integren, con todos sus antecedentes, datos
o procedimientos.

El contratista tendrá la obligación de proporcionar en
soporte informático a la Administración todos los datos, cál-
culos, procesos y procedimientos empleados durante la ela-
boración de los trabajos.

Los trabajos que constituyan objeto de propiedad inte-
lectual, se entenderán expresamente cedidos en exclusiva a
la Administración, salvo en el caso de derechos preexistentes,
en los que la cesión puede no ser con carácter de exclusividad.

20. Modificación.
Ni el contratista ni el Director de la consultoría y asistencia

o servicio podrán introducir o ejecutar modificación alguna
en el objeto del contrato sin la debida aprobación previa y,
en su caso, del presupuesto correspondiente por el órgano
de contratación. Las modificaciones que no estén debidamente
autorizadas por la Administración originarán responsabilidad
en el contratista, el cual estará obligado a rehacer la parte
de los mismos que resulte afectada por aquéllas sin abono
alguno.

21. Resolución del contrato.
Son causas de resolución del contrato las previstas en

los artículos 111 y 214 del TRLCAP, con los derechos que
se establecen en los mismos.

Asimismo, constituirán causas de resolución del contrato
imputables al contratista:

a) El incumplimiento de la obligación de guardar sigilo
establecida en el párrafo 4 de la cláusula 13 de este Pliego.

b) El abandono por parte del contratista de la consultoría
y asistencia o servicio objeto del contrato.

Se entenderá producido el abandono cuando la prestación
no se desarrolle con la regularidad adecuada o con los medios
humanos o materiales precisos para la normal ejecución del
contrato en el plazo estipulado. No obstante, cuando se dé
este supuesto, la Administración, antes de declarar la reso-
lución, requerirá al contratista para que regularice la situación
en el plazo de cinco días a contar del requerimiento.

c) La incursión del contratista, durante la vigencia del
contrato, en alguna de las prohibiciones señaladas en la nor-
mativa vigente o en incompatibilidad, sin la obtención inme-
diata de la correspondiente compatibilidad.

El acaecimiento de cualquiera de estas causas, en los
términos establecidos, facultará a la Administración para dar
por resuelto el contrato, con la indemnización de daños y
perjuicios y demás efectos que procedan conforme a la nor-
mativa aplicable, pudiendo optar por la ejecución subsidiaria,
realizando las obligaciones incumplidas o continuando la eje-
cución de la asistencia técnica por sí o a través de las personas
o empresas que determine, a costa del contratista. El importe
de la garantía responderá de todo ello, en cuanto alcance,
y sin perjuicio de la responsabilidad general del contratista.

22. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción.
El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de inter-

pretar los contratos administrativos y resolver las dudas que
ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificar los con-
tratos celebrados y acordar su resolución, dentro de los límites
y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en el TRLCAP
y sus disposiciones de desarrollo.

Los acuerdos que dicte el órgano de contratación, previo
informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Economía
y Hacienda, en el ejercicio de sus prerrogativas de interpre-
tación, modificación y resolución, serán inmediatamente
ejecutivos.

Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpretación,
modificación, resolución y efectos de los contratos adminis-
trativos, serán resueltas por el órgano de contratación com-
petente, cuyos acuerdos pondrán fin a la vía administrativa,
y contra los mismos se podrá interponer potestativamente el
recurso de reposición o el oportuno recurso contencioso-ad-
ministrativo.

El presente Pliego Tipo de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares ha sido informado por la Letrada de la Junta de Anda-
lucía, Jefe de la Asesoría Jurídica de esta Consejería, con
fecha 20 de febrero de 2003 y aprobado por el Excmo. Sr.
Consejero de Agricultura y Pesca mediante Orden de 14 de
marzo de 2003.
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ANEXO II

CRITERIOS DE ADJUDICACION Y BAREMOS

La valoración de los criterios objetivos se especificará por
orden decreciente de importancia, señalando a cada uno de
ellos la ponderación que se le atribuya.

Cada criterio se puntuará entre 0 y 10 puntos y el resultado
se multiplicará por las ponderaciones establecidas respecti-
vamente para cada uno de los criterios de adjudicación.

Se incluirán, en su caso, los límites que permitan apreciar
que la proposición no puede ser cumplida como consecuencia
de ofertas desproporcionadas o temerarias.

ANEXO III

DECLARACION RESPONSABLE DE TENER CAPACIDAD
PARA CONTRATAR

SOBRE 1

D. ..................................................................................
con residencia en .............................................................
provincia de ....................................................................
calle ................................................................núm. .......
según Documento Nacional de Identidad núm. ....................
en nombre propio o de la empresa ......................................
que representa, declara bajo su personal responsabilidad y
ante el órgano de contratación:

- Tener plena capacidad de obrar y no estar incurso en
las prohibiciones e incompatibilidades conforme a los artículos
15 a 20 del texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, así como de no formar parte de
los Organos de Gobierno o Administración persona alguna a
las que se refiere la Ley 5/1984, de 23 de abril, de Incom-
patibilidades de Altos Cargos de la Administración Andaluza.

- Estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
tributarias frente al Estado y a la Comunidad Autónoma de
Andalucía, y con la Seguridad Social.

En ..........., a .... de ............... de .....

Fdo.:

ANEXO IV

PROPOSICION ECONOMICA

SOBRE 2

Don ................................................................................
mayor de edad, vecino de .......... y con DNI núm. .............
en nombre propio o en representación de la Empresa
........................................, con domicilio social en
....................................., CIF/DNI núm. .................. telé-
fono ................ y fax .................. al objeto de participar en
el concurso para la contratación de: .............................
......................................................................................
......................................................................................
......................................................................................
convocado por la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta
de Andalucía, manifiesta lo siguiente:

1. Que conoce y acepta íntegramente el Pliego de Cláu-
sulas Administrativas Particulares y cuantas obligaciones se
deriven como proponente y como adjudicatario si lo fuere.

2. Que se compromete a ejecutar la prestación a la que
concursa con sujeción a los requisitos y condiciones exigidas
por el precio de ...............................................E
(................. E), que incluye el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido y demás tributos que sean de aplicación , así como cual-
quier otro gasto contemplado en el Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares que rigen el contrato.

En ..........., a .... de ............... de .....

Fdo.:

(De exigirse la oferta por lotes se especificarán en este docu-
mento, o en cuadro anexo al mismo, los importes o contenidos
que se oferten en cada lote)

EXCMO. SR. CONSEJERO DE AGRICULTURA Y PESCA

ANEXO V

DOCUMENTACION TECNICA

SOBRE 2

La documentación técnica comprenderá la siguiente:

a) Programa de trabajo con los plazos parciales o fecha
de terminación de las distintas etapas en que se subdivida
el objeto del contrato.

b) Informe que exponga exhaustivamente la metodología
que el concursante propone seguir en el desarrollo de la pres-
tación según las Prescripciones Técnicas.

c) Relación nominal del personal que destinará para la
ejecución de la prestación, con indicación de su cualificación
o especialidad.

d) Propuesta de mejoras, por considerar que pueden con-
venir a la realización de la consultoría y asistencia o servicio,
entendiendo por tales los incrementos tanto en calidad como
en cantidad de la prestación objeto del contrato y sin que
los mismos tengan repercusión económica sobre el precio ofer-
tado. En ningún caso, las mejoras tendrán la consideración
de variantes o alternativas tal como se especifica en la
cláusula 8.2.2.

e) ..............
f) ..............

ANEXO VI

VARIANTES O ALTERNATIVAS PREVISTAS

SOBRE 2

1. Elementos:
2. Condiciones:
3. Repercusión económica:

ANEXO VII

MEDIOS DE JUSTIFICACION DE LA SOLVENCIA ECONOMICA Y
FINANCIERA Y TECNICA O PROFESIONAL PARA LA ADMISION

SOBRE 1

1. Solvencia económica y financiera. Art. 16 TRLCAP
Medios:

2. Solvencia técnica o profesional. Art. 19 TRLCAP
Medios:
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ANEXO VIII

ESPECIFICACIONES PARA EL ABONO A CUENTA
POR OPERACIONES PREPARATORIAS

SOBRE 2

a) Operaciones preparatorias susceptibles de abonos a
cuenta:

b) Exigencia, en su caso, de un programa de trabajo:
c) Criterios y forma de valoración de las operaciones

preparatorias:
d) Plan de amortización de los abonos a cuenta:

EXPTE. NUM.:

PLIEGO-TIPO DE CLAUSULAS ADMINISTRATIVAS PARTICU-
LARES PARA LOS CONTRATOS DE CONSULTORIA Y ASIS-
TENCIA O SERVICIOS, POR PROCEDIMIENTO NEGOCIADO

SIN PUBLICIDAD

I N D I C E

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO
1. Régimen jurídico del contrato.
2. Objeto del contrato.
3. Precio del contrato.
4. Existencia del crédito.
5. Plazo de ejecución.
6. Capacidad para contratar.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO
7. Sistema de adjudicación.
8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.
8.2. Forma de presentación de las proposiciones.

8.2.1. Sobre núm. 1.
Título: Documentación general.
8.2.2. Sobre núm. 2.
Título: Proposición económica y técnica.

9. Procedimiento de adjudicación.
9.1. Recepción de documentación.
9.2. Calificación de documentos.
9.3. Informes Técnicos.
9.4. Justificación de las obligaciones tributarias y con

la Seguridad Social.
9.5. Adjudicación del contrato.

10. Garantía definitiva.
11. Formalización del contrato.

III. EJECUCION DEL CONTRATO
12. Director del trabajo.
13. Ejecución del contrato.
14. Obligaciones laborales, sociales y económicas del

contratista.
15. Seguros.
16. Penalidades.
17. Régimen de pagos.
18. Recepción.
19. Propiedad de los trabajos realizados.
20. Modificación.
21. Resolución del contrato.
22. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción.

ANEXO I. CUADRO RESUMEN DE LAS CARACTERISTICAS
DEL CONTRATO

ANEXO II. DECLARACION RESPONSABLE DE TENER CAPA-
CIDAD DE CONTRATAR

ANEXO III. PROPOSICION ECONOMICA

ANEXO IV. DOCUMENTACION TECNICA
ANEXO V. VARIANTES O ALTERNATIVAS PREVISTAS
ANEXO VI. MEDIOS DE JUSTIFICACION DE LA SOLVENCIA

ECONOMICA Y FINANCIERA Y TECNICA O PROFESIONAL
PARA LA ADMISION

ANEXO VII. ESPECIFICACIONES PARA EL ABONO A CUENTA
DE OPERACIONES PREPARATORIAS

I. ELEMENTOS DEL CONTRATO

1. Régimen jurídico del contrato.
El contrato a que se refiere el presente Pliego es de natu-

raleza administrativa y se regirá por el Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(TRLCAP), por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre,
por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), y
demás disposiciones de aplicación.

El presente Pliego de Cláusulas Administrativas Particu-
lares, el Pliego de Prescripciones Técnicas y demás docu-
mentos anexos, revestirán carácter contractual. Los contratos
se ajustarán al contenido del presente Pliego de cláusulas
administrativas cuyas cláusulas se considerarán parte inte-
grante de los respectivos contratos.

En caso de discordancia entre el presente Pliego y cual-
quiera del resto de los documentos contractuales, prevalecerá
el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares en el que
se contienen los derechos y obligaciones que asumirán las
partes del contrato.

El desconocimiento del contrato en cualquiera de sus tér-
minos, de los documentos anexos que forman parte del mismo,
o de las instrucciones, Pliegos o normas de toda índole apro-
badas por la Administración, que puedan ser de aplicación
en la ejecución de lo pactado, no eximirá al contratista de
la obligación de su cumplimiento.

2. Objeto del contrato.
El contrato a que se refiere el presente pliego tiene por

objeto la prestación de la consultoría y asistencia o del servicio
que se señala en el Anexo I, «Cuadro resumen de caracte-
rísticas del contrato».

3. Precio del contrato.
La oferta económica no podrá superar el presupuesto de

licitación.
El precio del contrato será el que resulte de la adjudicación

del mismo e incluirá el IVA y demás tributos que sean de
aplicación, así como cualquier otro gasto contemplado en el
presente pliego, y se abonará con cargo a la aplicación pre-
supuestaria y anualidades que se señalen en el Anexo I.

La determinación del precio será a tanto alzado, por pre-
cios unitarios o por tarifas, de acuerdo con lo que se especifique
en el Anexo I y en el pliego de prescripciones técnicas.

El precio del presente contrato podrá ser objeto de revisión,
de conformidad con los artículos 103 y siguientes del TRLCAP,
a cuyos efectos se aplicará la fórmula o sistema recogido en
el Anexo I, donde igualmente se especificará si el precio es
o no revisable. En el supuesto de que no lo fuese constará
en el expediente la correspondiente resolución motivada, no
modificándose dicha circunstancia por la prórroga del plazo
durante la ejecución del contrato.

4. Existencia del crédito.
Existe el crédito preciso para atender las obligaciones eco-

nómicas que se deriven para la Administración del contrato
a que se refiere el presente Pliego.

El expediente de contratación se podrá tramitar antici-
padamente de acuerdo con las normas vigentes que le sean
de aplicación. En este supuesto, se hará constar tal circuns-
tancia de forma expresa en el Anexo I.
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Cuando el contrato se formalice en ejercicio anterior al
de la iniciación de la ejecución, la adjudicación quedará some-
tida a la condición suspensiva de existencia de crédito ade-
cuado y suficiente para financiar las obligaciones derivadas
del contrato en el ejercicio correspondiente, existiendo pre-
visión de crédito para tal fin en los Presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía (art. 67.2.d) RGLCAP).

5. Plazo de ejecución.
El plazo de ejecución del contrato, así como los plazos

parciales que en su caso pudieran establecerse, serán los fija-
dos en el Anexo I, y comenzará a contar a partir del día siguiente
al de la firma del contrato.

No obstante, y de acuerdo con la propuesta técnica del
adjudicatario, la Administración podrá aprobar el programa
de trabajo en el que se incluirán los plazos total y parciales
obligatorios.

A tenor de lo dispuesto en el párrafo 1.º del artículo 198
del TRLCAP, por mutuo acuerdo de las partes, podrá prorro-
garse el plazo de ejecución del contrato, una vez ponderadas
todas las circunstancias que concurran en el caso, mante-
niendo los mismos importes de los precios unitarios que sir-
vieron de base para la adjudicación.

Cuando el contrato sea complementario de otro principal
se indicará en el Anexo I el plazo de ejecución a que queda
vinculado.

6. Capacidad para contratar.
Están facultadas para contratar las personas naturales o

jurídicas, españolas y extranjeras que, teniendo plena capa-
cidad de obrar, no se hallen comprendidas en alguna de las
circunstancias que señala el art. 20 del TRLCAP, y acrediten
su solvencia económica, financiera y técnica o profesional,
conforme se indica en el presente pliego.

La finalidad o actividad del adjudicatario deberá tener
relación directa con el objeto del contrato, según resulte, en
su caso, de sus respectivos estatutos o reglas fundacionales
y se acredite debidamente, debiendo disponer de una orga-
nización con elementos personales y materiales suficientes
para la debida ejecución del contrato.

II. ADJUDICACION DEL CONTRATO

7. Sistema de adjudicación.
El contrato se adjudicará por el procedimiento negociado

de acuerdo con los distintos supuestos contemplados en los
arts. 209 y 210 del TRLCAP.

8. Lugar y forma de presentación de las proposiciones.
Cada licitador no podrá presentar más de una proposición,

ni individualmente ni como miembro de más de una unión
temporal.

8.1. Lugar de presentación de las proposiciones.
Las proposiciones, junto con la documentación preceptiva

se presentarán, dentro del plazo señalado en el anuncio o
en la invitación, en el Registro General del órgano de con-
tratación indicado en el mismo.

Cuando las proposiciones se envíen por correo, el empre-
sario deberá justificar la fecha de imposición del envío en
las Oficinas de Correos y anunciar al órgano de contratación
su remisión de la oferta mediante télex, telegrama o telefax
en el mismo día.

Sin la concurrencia de ambos requisitos no será admitida
la proposición si es recibida por el órgano de contratación
con posterioridad a la fecha de la terminación del plazo seña-
lado en el anuncio o en la invitación.

Transcurridos, no obstante, diez días naturales siguientes
a la indicada fecha sin haberse recibido la proposición, ésta
en ningún caso será admitida.

La presentación de las proposiciones presume la acep-
tación incondicional por parte del licitador de todas las cláu-
sulas de este Pliego, sin salvedad alguna.

8.2. Forma de presentación de las proposiciones.
En la fase de negociación de los términos del contrato

los licitadores presentarán sus proposiciones económicas y
técnicas de acuerdo con lo que se indica en los epígrafes
siguientes.

Será objeto de negociación con las empresas la propuesta
económica y los aspectos técnicos que se indican en el Anexo IV.

Toda la documentación de las proposiciones presentadas
deberá venir en castellano. En el caso de que se presente
en idioma distinto ésta deberá acompañarse de traducción
realizada por intérprete jurado, que será nombrado por el Minis-
terio de Asuntos Exteriores cuando se trate de una lengua
extranjera.

Las prestaciones que integran esta contratación podrán
ser ofertadas en su totalidad o, cuando así esté previsto en
el Pliego, por lotes, debiendo especificarse claramente, en este
caso, por los licitadores en el contenido del sobre núm. 2
Proposición económica y técnica, los lotes a los que concurren,
efectuándose la adjudicación en atención a los lotes ofertados.
En todo caso, cuando la contratación esté prevista por lotes,
las ofertas contendrán el precio ofertado por cada lote.

En el interior de cada sobre se hará constar en primer
término un índice de su contenido siguiendo la numeración
que se especifica en las cláusulas 8.2.1 y 8.2.2 (art. 80.1
RGLCAP).

En cada uno de los sobres figurará externamente el nombre
del licitador, domicilio social, teléfono y fax a efectos de comu-
nicaciones, así como el título de la consultoría y asistencia
o servicio, e incluirá la documentación que a continuación
se indica:

8.2.1. Sobre núm. 1. Título: Documentación general.
Los documentos que se relacionan a continuación podrán

aportarse en original o mediante copias que tengan carácter
de auténticas conforme a la legislación vigente, a excepción
de aquellos documentos que acrediten la constitución de la
garantía provisional, que deberán ser en todo caso originales,
y se aportaran ordenados tal como se indica a continuación.

En este contrato no se exige la constitución de garantía
provisional.

En las uniones temporales la documentación general
deberá ser aportada por todos y cada uno de sus miembros.

Las empresas podrán sustituir la documentación conte-
nida en los apartados 8.2.1 b), c), y g), y 9.4 por la aportación
del certificado expedido por el Registro de Licitadores, acom-
pañado de una declaración expresa responsable, emitida por
el licitador o cualquiera de sus representantes con facultades
que figuren en el Registro, relativo a la no alteración de los
datos que constan en el mismo, de acuerdo con lo previsto
en el Decreto 189/1997, de 22 de julio, por el que se crea
el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

a) Documentos acreditativos de la personalidad y capa-
cidad del licitador.

1. Si el licitador fuere persona jurídica, deberá presentar
copia autenticada o testimonio notarial de la escritura de cons-
titución o de modificación, en su caso, inscritas en el Registro
Mercantil, cuando este requisito fuera exigible conforme a la
legislación mercantil que le sea aplicable. Si no lo fuere, la
acreditación de la capacidad de obrar se realizará mediante
la escritura o documento de constitución, estatutos o acto fun-
dacional, en el que constaren las normas por las que se regula
su actividad, inscritos, en su caso, en el correspondiente Regis-
tro oficial.

2. En las uniones temporales, tanto de personas físicas
como jurídicas, cada uno de los componentes acreditará su
capacidad, personalidad, representación y solvencia, debiendo
indicar en documento aparte los nombres y circunstancias
de los que la suscriben, el porcentaje de participación de cada
uno de ellos y designar la persona o entidad que, durante
la vigencia del contrato, ha de ostentar la plena representación
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de todos ante la Administración, sin que sea necesaria la for-
malización de la misma en escritura pública hasta que se
haya efectuado la adjudicación a su favor.

El licitador que forme parte de una unión temporal no
podrá concurrir además individualmente en el mismo proce-
dimiento o figurar en más de una unión temporal.

3. Para los licitadores individuales será obligatorio la pre-
sentación de copia compulsada, notarial o administrativamente
del Documento Nacional de Identidad o el que, en su caso,
lo sustituya reglamentariamente, así como el Número de Iden-
tificación Fiscal.

4. Para los licitadores no españoles de Estados miembros
de la Comunidad Europea, o signatarios del Acuerdo sobre
el Espacio Económico Europeo, bastará con acreditar su ins-
cripción en los Registros o presentar las certificaciones, que
se indican para los contratos de consultoría y asistencia o
servicios en el Anexo I.3 del RGLCAP.

5. Los demás licitadores extranjeros deberán acreditar su
capacidad de obrar con certificación, expedida por la respectiva
representación diplomática española en el Estado correspon-
diente, acreditativa de figurar inscritos en el correspondiente
Registro local profesional, comercial o análogo, o en su defecto,
que actúan con habitualidad en el tráfico local en el ámbito
de las actividades a las que se extiende el objeto del contrato.
En estos supuestos, además, deberá acompañarse informe
de dicha representación diplomática española sobre la con-
dición de Estado signatario del Acuerdo sobre Contratación
Pública de la Organización Mundial del Comercio o, en caso
contrario, el informe de reciprocidad a que se refiere el artícu-
lo 23.1 del TRLCAP.

b) Documentos acreditativos de la representación.
Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre

de otro presentarán poder de representación, bastanteado por
el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía.

Si el licitador fuera persona jurídica, el poder general debe-
rá figurar inscrito, en su caso, en el Registro Mercantil. Si
se trata de un poder especial para un acto concreto no será
necesario el requisito de su previa inscripción en el Registro
Mercantil.

Igualmente, la persona con poder bastante a efectos de
representación, deberá acompañar copia compulsada, notarial
o administrativamente, de su Documento Nacional de Iden-
tidad.

c) Documentos que acreditan la solvencia económica y
financiera y técnica o profesional.

La justificación de la solvencia económica y financiera
y técnica o profesional se acreditará por los medios previstos
en los artículos 16 y 19 del TRLCAP.

Tanto los medios para justificar la solvencia como los
criterios de selección se especificarán para cada contrato en
concreto en el Anexo VI.

e) Certificado de clasificación en contratos de servicios.
En los contratos de servicios, cuando así se indique en

el Anexo I, se aportará el certificado de clasificación expedido
por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del
Ministerio de Economía y Hacienda, acreditativo de estar cla-
sificada en el grupo, subgrupo y categoría que se indique,
acompañado de una declaración responsable de la vigencia
de la misma y de las circunstancias que sirvieron de base
para su otorgamiento.

La presentación del certificado de clasificación eximirá
a los licitadores de presentar otros documentos probatorios
de su personalidad y capacidad jurídica, así como de la sol-
vencia indicada en el apartado anterior.

A efecto de lo previsto en la disposición transitoria única
del RGLCAP, en el Anexo I se indicarán los grupos y subgrupos
que corresponda exigir con arreglo a la normativa anterior y
a la vigente.

f) Empresas extranjeras.
Las empresas extranjeras aportarán declaración de some-

terse a la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales españoles

de cualquier orden, para todas las incidencias que de modo
directo o indirecto pudieran surgir del contrato, con renuncia,
en su caso, al fuero jurisdiccional extranjero que pudiera corres-
ponder al licitante.

g) Declaración responsable.
Así mismo, deberán presentar declaración responsable,

otorgada ante autoridad administrativa, notario público u orga-
nismo profesional cualificado, de tener plena capacidad de
obrar y no estar incurso en las prohibiciones e incompati-
bilidades conforme a los artículos 15 a 20 del TRLCAP, así
como de no formar parte de los órganos de gobierno o admi-
nistración persona alguna a las que se refiere la Ley 5/1984,
de 23 de abril, de Incompatibilidad de Altos Cargos de la
Administración Andaluza, y de hallarse al corriente en el cum-
plimiento de las obligaciones tributarias frente al Estado y a
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y con la Seguridad
Social impuestas por las disposiciones vigentes. Estas circuns-
tancias se encuentran recogidas en el modelo establecido en
el Anexo II, «Declaración responsable de tener capacidad para
contratar».

8.2.2. Sobre núm. 2. Título: Proposición económica y
técnica.

a) En este sobre se incluirá la proposición económica
que deberá ajustarse al modelo oficial que figura como Anexo
III, «Proposición económica», debidamente firmada y fechada.

En la oferta económica se entenderá a todos los efectos
incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido y demás tributos
de cualquier índole que sean de aplicación, así como todos
los gastos que se originen para el adjudicatario, como con-
secuencia del cumplimiento de las obligaciones del contrato.

Cada licitador solamente podrá presentar una única oferta
económica.

No se aceptarán aquellas proposiciones que tengan omi-
siones, errores o tachaduras que impidan conocer claramente
todo aquello que la Administración estime fundamental para
la oferta.

b) En la propuesta técnica se incluirá la documentación
que se indica en el Anexo IV, y se presentará perfectamente
clasificada por apartados y siguiendo la misma estructura que
se contiene en el citado anexo.

Sólo se podrá tomar en consideración las variantes o alter-
nativas que se hayan previsto expresamente en el pliego. En
este caso se precisará en el Anexo V sobre qué elementos
y en qué condiciones queda autorizada su presentación y si
podrán tener o no repercusión económica.

9. Procedimiento de adjudicación.
9.1. Recepción de documentación.
Terminado el plazo de recepción de proposiciones, el fun-

cionario responsable del Registro General expedirá una cer-
tificación donde se relacionen las proposiciones recibidas o,
en su caso, sobre la ausencia de licitadores, que junto con
los sobres remitirá al órgano que gestione el contrato o al
Secretario de la Mesa de contratación, si ésta, potestativa-
mente, se hubiera constituido, siendo de aplicación en este
caso, lo dispuesto con carácter general en el art. 81 del
TRLCAP.

9.2. Calificación de documentos.
Recibida la documentación, se procederá a su calificación,

y si se observasen defectos u omisiones subsanables en la
documentación presentada, lo comunicará verbalmente a los
interesados y lo hará público a través del tablón de anuncios
del Registro General de la Consejería de Agricultura y Pesca
concediéndose un plazo no superior a tres días hábiles para
que los licitadores los corrijan o subsanen, bajo apercibimiento
de exclusión definitiva del licitador si en el plazo concedido
no procede a la subsanación de la documentación (art. 81.2
RGLCAP).

Posteriormente se adoptará el oportuno acuerdo sobre la
admisión definitiva de los licitadores a la vista de las sub-
sanaciones ordenadas.
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9.3. Informes Técnicos.
Antes de formular la propuesta de adjudicación se podrán

solicitar cuantos informes técnicos se considere precisos y se
relacionen con el objeto del contrato.

9.4. Justificación de las obligaciones tributarias y con
la Seguridad Social.

Antes de la adjudicación, a los que vayan a resultar adju-
dicatarios del contrato, se le concederá un plazo máximo de
cinco días hábiles, al objeto de que, como se indica a con-
tinuación, justifiquen debidamente estar al corriente en el cum-
plimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad
Social, que también podrá acreditarse con la aportación del
certificado expedido por el Registro de Licitadores, tal como
se indica en la cláusula 8.2.1.

a) Obligaciones Tributarias.
Deberá aportar certificación positiva expedida por la Agen-

cia Estatal de Administración Tributaria de estar al corriente
de las obligaciones tributarias a que se refiere el art. 13 del
RGLCAP, o declaración responsable de no estar obligado a
presentar las declaraciones o documentos a que se refiere
dicho artículo.

Igualmente, y en cumplimiento del apartado e) del art. 13
citado, se deberá aportar certificación positiva, expedida por
la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria o por
los Servicios de Tesorería de las Delegaciones Provinciales
de la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de Anda-
lucía, justificativa de la inexistencia con la Administración Auto-
nómica de deudas de naturaleza tributaria en período ejecutivo
o, en el caso de contribuyentes contra los que no proceda
la utilización de la vía de apremio, deudas no atendidas en
período voluntario.

b) Obligaciones con la Seguridad Social.
Así mismo, deberá aportar certificación positiva expedida

por la Tesorería Territorial de la Seguridad Social de hallarse
al corriente de las obligaciones de la Seguridad Social a que
se refiere el art. 14 del RGLCAP, o declaración responsable
de no estar obligado a presentar las declaraciones o docu-
mentos a que se refiere dicho artículo.

c) Impuesto sobre actividades económicas.
Los licitadores presentarán justificante de estar dado de

alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas y al corriente
en el pago del mismo, aportando al efecto copia de la carta
de pago del último ejercicio, en los términos establecidos en
el artículo 13.1.a) del RGLCAP.

9.5. Adjudicación del contrato.
De conformidad con el artículo 81 del TRLCAP la cons-

titución de la Mesa de Contratación será potestativa, indicán-
dose su constitución o no en el Anexo I.

La Secretaría General Técnica o, en su caso, la Mesa
de contratación, a la vista del informe técnico, formulará una
propuesta de adjudicación al órgano de contratación que haya
de adjudicar el contrato.

La resolución motivada de adjudicación, será notificada
directamente al adjudicatario y a todos los participantes en
la licitación, sin perjuicio de su publicación de conformidad
con lo establecido en el artículo 93 del TRLCAP.

10. Garantía definitiva.
Antes de la formalización del contrato y en el plazo máximo

de 15 días naturales, contados desde la recepción por el con-
tratista de la notificación de la adjudicación deberá presentar
el resguardo acreditativo de haber constituido por cualquiera
de los medios establecidos en el art. 36 del TRLCAP, una
garantía definitiva, equivalente al 4% del importe de adju-
dicación, a disposición del órgano de contratación, en las Cajas
Provinciales de Depósitos de la Consejería de Economía y
Hacienda de la Junta de Andalucía.

Cuando así se indique en el Anexo I, y atendiendo a
las circunstancias especiales que concurran en el contrato,
se prestará además una garantía adicional de hasta un 6%
del importe de adjudicación.

Conforme al artículo 162.6 de la Ley 2/1999, de 31
de marzo, de Sociedades Cooperativas Andaluzas, las socie-
dades cooperativas andaluzas que participen en los proce-
dimientos de contratación o contraten efectivamente con las
Administraciones Públicas radicadas en Andalucía, sólo ten-
drán que aportar el veinticinco por ciento de las garantías
que hubieren de constituir.

Cuando a consecuencia de la modificación del contrato,
el precio del mismo experimente variación, se reajustará la
garantía constituida en la cuantía necesaria para que se man-
tenga la debida proporcionalidad entre la garantía y el precio
del contrato vigente en cada momento.

11. Formalización del contrato.
Antes de la formalización del contrato, el adjudicatario

deberá acreditar haber abonado el importe total del anuncio
de licitación y, en su caso, el de la publicación en otros medios
de difusión como gastos que corresponden al adjudicatario.

El contrato se formalizará en documento administrativo,
dentro de los treinta días naturales siguientes a contar desde
la notificación de la adjudicación, siendo dicho documento
título válido para acceder a cualquier registro público.

Cuando el adjudicatario solicite la formalización del con-
trato en escritura pública, los gastos derivados de su otor-
gamiento serán de cuenta del mismo.

La escritura pública de formalización de la unión temporal
deberá aportarse previamente a la firma del contrato.

Simultáneamente con la firma del contrato, deberá ser
firmado por el adjudicatario el Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares y el de Prescripciones Técnicas.

III. EJECUCION DEL CONTRATO

12. Director del trabajo.
La Administración podrá designar un Director de los tra-

bajos, cuyas funciones serán, con carácter general, las deri-
vadas de la dirección, comprobación, informe y vigilancia de
la correcta realización de los trabajos, así como dar la con-
formidad a las facturas presentadas y, en especial, las que
le asigne el órgano de contratación.

La designación o no del Director, y el ejercicio o no por
el mismo de sus facultades, no eximirá al contratista de la
correcta ejecución del objeto del contrato, salvo que las defi-
ciencias sean debidas a orden directa del mismo, con expresa
reserva escrita por parte del contratista, tanto al propio Director
como al órgano de contratación.

El nombramiento del Director será comunicado por escrito
al contratista en el plazo de quince días desde la fecha de
formalización del contrato y, en su caso, su sustitución en
idéntico plazo, desde la fecha en que se hubiera producido.

El Director y sus colaboradores, acompañados por el Dele-
gado del contratista, tendrán libre acceso a los lugares donde
se realice la consultoría y asistencia o servicio y a los trabajos
mismos.

El contratista, sin coste adicional alguno, facilitará a la
Administración asistencia profesional en las reuniones expli-
cativas o de información, que ésta estime necesarias para
el aprovechamiento de la prestación contratada.

13. Ejecución del contrato.
El contratista estará obligado a presentar un programa

de trabajo, cuando así se especifique en el pliego de pres-
cripciones técnicas y con el contenido que en el mismo se
indique, que será aprobado por el órgano de contratación.

La Administración proporcionará al adjudicatario cuantos
datos sean necesarios para la ejecución del contrato, salvo
en el caso de que los mismos formen parte del objeto del
contrato.

La realización del trabajo se llevará a cabo con sujeción
a lo previsto en este Pliego y en el de Prescripciones Técnicas,
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y de acuerdo con las instrucciones que para su interpretación
diere la Administración.

El contratista no podrá sustituir al personal facultativo
adscrito a la realización de los trabajos, sin la expresa auto-
rización del Director de los mismos.

El contratista está obligado a guardar sigilo respecto de
los datos y antecedentes que, no siendo públicos o notorios,
estén relacionados con el objeto del contrato, de los que tenga
conocimiento con ocasión del mismo (art. 112.2 RGLCAP).

14. Obligaciones laborales, sociales y económicas del
contratista.

El personal adscrito a los trabajos dependerá exclusiva-
mente del contratista, el cual tendrá todos los derechos y debe-
res inherentes a su calidad de empresario respecto del mismo.

En general, el contratista responderá de cuantas obliga-
ciones le vienen impuestas en su carácter de empleador, así
como del cumplimiento de cuantas normas regulan y desarro-
llan la relación laboral o de otro tipo, existente entre aquél,
o entre sus subcontratistas, y los trabajadores de uno y otro,
sin que pueda repercutir contra la Administración ninguna
multa, sanción o cualquier tipo de responsabilidad que por
incumplimiento de alguna de ellas, pudieran imponerle los
Organismos competentes.

En cualquier caso, el contratista, indemnizará a la Admi-
nistración de toda cantidad que se viese obligada a pagar
por incumplimiento de las obligaciones aquí consignadas, aun-
que ello le venga impuesto por resolución judicial o admi-
nistrativa.

Corresponderá y será a cargo del contratista:

a) La obtención de las autorizaciones y licencias, docu-
mentos o cualquier información, tanto oficiales como parti-
culares, que se requieran para la realización de la consultoría
y asistencia o servicio contratado.

b) Cualesquiera otros gastos a que hubiera lugar para
la realización del objeto del contrato, incluidos los fiscales.

c) Asimismo, será de cuenta del contratista la indem-
nización de los daños que se causen tanto a la Administración
como a terceros, como consecuencia de las operaciones que
requiera la ejecución de la consultoría y asistencia o servicio,
salvo cuando tales perjuicios hayan sido ocasionados por una
orden inmediata y directa de la Administración.

15. Seguros.
El contratista deberá tener suscritos los seguros obliga-

torios, así como un seguro que cubra la responsabilidad que
se deriven en la ejecución del contrato, en los términos que,
en su caso, se indique en el pliego de prescripciones técnicas.

16. Penalidades.
El contratista está obligado a cumplir el plazo final y,

en su caso, los parciales fijados.
En caso de incumplimiento de esta obligación se estará

a lo dispuesto en el artículo 95 del TRLCAP.
Al incumplimiento de la ejecución parcial se le aplicarán

las penalidades previstas para el incumplimiento del plazo
total.

17. Régimen de pagos.
El contratista tiene derecho al abono, con arreglo a los

precios convenidos, de la parte del contrato realmente eje-
cutada a satisfacción de la Administración.

El pago del precio se realizará, según se indica en el
Anexo I, de una sola vez a la finalización del trabajo, previa
comprobación de cantidades y calidades de la prestación rea-
lizada, informe del Director del trabajo y recepción de con-
formidad, o, parcialmente, por el sistema de abono a cuenta,
previa prestación de la garantía correspondiente, cuando así
lo autorice la Administración conforme a lo estipulado en el
Pliego de Prescripciones Técnicas, expidiéndose a favor de

la Empresa las certificaciones correspondientes a los trabajos
realizados.

Si como consecuencia de retrasos en el abono del precio
por parte de la Administración se devengan intereses de demo-
ra, los mismos se calcularán abonándose al contratista, a partir
del cumplimiento de los plazos para su devengo que vienen
legalmente establecidos en los artículos 99.4 y 110.4 del
TRLCAP, el interés legal del dinero, incrementando en 1,5
puntos, de las cantidades adeudadas.

De conformidad con el artículo 201 del RGLCAP el adju-
dicatario tendrá derecho a percibir a la iniciación de la eje-
cución del contrato hasta un 20% del importe total del mismo,
como abono a cuenta para la financiación de las operaciones
preparatorias, debiéndose asegurar el referido pago mediante
la prestación de garantía. Las especificaciones para su abono
para cada contrato en concreto se indicarán en el Anexo VII:

El pago del precio se efectuará previa presentación de
factura por triplicado ejemplar, debiendo ser repercutido como
partida independiente el Impuesto sobre el Valor Añadido en
el documento que se presente para el cobro, sin que el importe
global contratado experimente incremento alguno.

18. Recepción.
En el pliego de prescripciones técnicas se indicará, en

su caso, el lugar de entrega del objeto del contrato.
La recepción del objeto de contrato se efectuará de acuerdo

con lo previsto en los artículos 110 y 213 del TRLCAP.
La constatación de la correcta ejecución del objeto del

contrato se acreditará mediante certificación expedida por el
director de los trabajos.

Una vez efectuada la recepción de la totalidad del trabajo,
o, cumplido el plazo de garantía que, en su caso, se indique
en el Anexo I, se procederá a la devolución de la garantía
prestada.

19. Propiedad de los trabajos realizados.
Quedarán en propiedad de la Junta de Andalucía tanto

la consultoría y asistencia o servicio recibidos como los dere-
chos inherentes a los trabajos realizados, su propiedad indus-
trial y comercial, reservándose la Administración su utilización,
no pudiendo ser objeto de comercialización, reproducción u
otro uso no autorizado expresamente por la Administración
de la Junta de Andalucía, y ésta, en consecuencia, podrá
recabar en cualquier momento la entrega de los documentos
o materiales que la integren, con todos sus antecedentes, datos
o procedimientos.

El contratista tendrá la obligación de proporcionar en
soporte informático a la Administración todos los datos, cál-
culos, procesos y procedimientos empleados durante la ela-
boración de los trabajos.

Los trabajos que constituyan objeto de propiedad inte-
lectual, se entenderán expresamente cedidos en exclusiva a
la Administración, salvo en el caso de derechos preexistentes,
en los que la cesión puede no ser con carácter de exclusividad.

20. Modificación.
Ni el contratista ni el Director de la consultoría y asis-

tencia o del servicio podrán introducir o ejecutar modificación
alguna en el objeto del contrato sin la debida aprobación previa
y, en su caso, del presupuesto correspondiente por el órgano de
contratación. Las modificaciones que no estén debidamente
autorizadas por la Administración originarán responsabilidad
en el contratista, el cual estará obligado a rehacer la parte
de los mismos que resulte afectada por aquéllas sin abono
alguno.

21. Resolución del contrato.
Son causas de resolución del contrato las previstas en

los artículos 111 y 214 del TRLCAP, con los derechos que
se establecen en los mismos.
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Asimismo, constituirán causas de resolución del contrato
imputables al contratista:

a) El incumplimiento de la obligación de guardar sigilo
establecida en la cláusula 13.

b) El abandono por parte del contratista de la consultoría
y asistencia o servicio objeto del contrato.

Se entenderá producido el abandono cuando la prestación
no se desarrolle con la regularidad adecuada o con los medios
humanos o materiales precisos para la normal ejecución del
contrato en el plazo estipulado. No obstante, cuando se dé
este supuesto, la Administración, antes de declarar la reso-
lución, requerirá al contratista para que regularice la situación
en el plazo de cinco días a contar del requerimiento.

c) La incursión del contratista, durante la vigencia del
contrato, en alguna de las prohibiciones señaladas en la nor-
mativa vigente o en incompatibilidad, sin la obtención inme-
diata de la correspondiente compatibilidad.

El acaecimiento de cualquiera de estas causas, en los
términos establecidos, facultará a la Administración para dar
por resuelto el contrato, con la indemnización de daños y
perjuicios y demás efectos que procedan conforme a la nor-
mativa aplicable, pudiendo optar por la ejecución subsidiaria,
realizando las obligaciones incumplidas o continuando la eje-
cución de la asistencia técnica por sí o a través de las personas
o empresas que determine, a costa del contratista. El importe

de la garantía responderá de todo ello, en cuanto alcance,
y sin perjuicio de la responsabilidad general del contratista.

22. Prerrogativas de la Administración y jurisdicción.
El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de inter-

pretar los contratos administrativos y resolver las dudas que
ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificar los con-
tratos celebrados y acordar su resolución, dentro de los límites
y con sujeción a los requisitos y efectos señalados en el TRLCAP
y sus disposiciones de desarrollo.

Los acuerdos que dicte el órgano de contratación, previo
informe jurídico del órgano competente, en el ejercicio de sus
prerrogativas de interpretación, modificación y resolución,
serán inmediatamente ejecutivos.

Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la interpretación,
modificación, resolución y efectos de los contratos adminis-
trativos, serán resueltas por el órgano de contratación com-
petente, cuyos acuerdos pondrán fin a la vía administrativa,
y contra los mismos se podrá interponer potestativamente el
recurso de reposición o el oportuno recurso contencioso-ad-
ministrativo.

El presente Pliego Tipo de Cláusulas Administrativas Particu-
lares ha sido informado por la Letrada de la Junta de Andalucía,
Jefe de la Asesoría Jurídica de esta Consejería con fecha 20 de
febrero de 2003 y aprobado por el Excmo. Sr. Consejero de
Agricultura y Pesca mediante Orden de 14 de marzo de 2003.
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ANEXO II

DECLARACION RESPONSABLE DE TENER CAPACIDAD
PARA CONTRATAR

SOBRE 1

D. ..................................................................................
con residencia en .............................................................
provincia de ....................................................................
calle ............................................................... núm. .......
según Documento Nacional de Identidad núm. ....................
en nombre propio o de la empresa ......................................
que representa, declara bajo su personal responsabilidad y
ante el órgano de contratación:

- Tener plena capacidad de obrar y no estar incurso en
las prohibiciones e incompatibilidades conforme a los artículos 15
a 20 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, así como de no formar parte de los
Organos de Gobierno o Administración persona alguna a las
que se refiere la Ley 5/1984, de 23 de abril, de Incompa-
tibilidades de Altos Cargos de la Administración Andaluza.

- Estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
tributarias frente al Estado y a la Comunidad Autónoma de
Andalucía, y con la Seguridad Social.

En ..........., a .... de ............... de .....

Fdo.:

ANEXO III

PROPOSICION ECONOMICA

SOBRE 2

Don ................................................................................
mayor de edad, vecino de .......... y con DNI núm. .............
en nombre propio o representación de la Empresa
........................................, con domicilio social en
....................................., CIF/DNI núm. ................. teléfo-
no ................ y fax .................. al objeto de participar en
el concurso para la contratación de: .............................
......................................................................................
......................................................................................
......................................................................................
convocado por la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta
de Andalucía, manifiesta lo siguiente:

1. Que conoce y acepta íntegramente el Pliego de Cláu-
sulas Administrativas Particulares y cuantas obligaciones se
deriven como proponente y como adjudicatario si lo fuere.

2. Que se compromete a ejecutar la prestación a la que
concursa con sujeción a los requisitos y condiciones exigidas
por el precio de ............................................ E
(................. E), que incluye el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido y demás tributos que sean de aplicación , así como cual-
quier otro gasto contemplado en el Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares que rigen el contrato.

En ..........., a .... de ............... de .....

Fdo.:

(De exigirse la oferta por lotes se especificarán en este docu-
mento, o en cuadro anexo al mismo, los importes o contenidos
que se oferten en cada lote)

EXCMO. SR. CONSEJERO DE AGRICULTURA Y PESCA

ANEXO IV

DOCUMENTACION TECNICA

SOBRE 2

La documentacion técnica comprenderá la siguiente docu-
mentación relativa a los aspectos técnicos objeto de nego-
ciación:

a) Programa de trabajo con los plazos parciales o fecha
de terminación de las distintas etapas en que se subdivida
el objeto del contrato.

b) Informe que exponga exhaustivamente la metodología
que el concursante propone seguir en el desarrollo de la pres-
tación según las Prescripciones Técnicas.

c) Relación nominal del personal que destinará para la
ejecución de la prestación, con indicación de su cualificación
o especialidad.

d) Propuesta de mejoras, por considerar que pueden con-
venir a la realización de la consultoría y asistencia o servicio,
entendiendo por tales los incrementos tanto en calidad como
en cantidad de la prestación objeto del contrato y sin que
los mismos tengan repercusión económica sobre el precio ofer-
tado. En ningún caso, las mejoras tendrán la consideración
de variantes o alternativas tal como se especifica en la
cláusula 8.2.2.

e) .....
f) .....

ANEXO V

VARIANTES O ALTERNATIVAS PREVISTAS

SOBRE 2

1. Elementos:
2. Condiciones:
3. Repercusión económica:

ANEXO VI

MEDIOS DE JUSTIFICACION DE LA SOLVENCIA ECONOMICA
Y FINANCIERA Y TECNICA O PROFESIONAL

SOBRE 1

1. Solvencia económica y financiera. Art. 16 TRLCAP
Medios:

2. Solvencia técnica o profesional. Art. 19 TRLCAP
Medios:

ANEXO VII

ESPECIFICACIONES PARA EL ABONO A CUENTA POR
OPERACIONES PREPARATORIAS

SOBRE 2

a) Operaciones preparatorias susceptibles de abonos a cuenta:
b) Exigencia, en su caso, de un programa de trabajo:
c) Criterios y forma de valoración de las operaciones pre-
paratorias:
d) Plan de amortización de los abonos a cuenta:
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RESOLUCION de 12 de diciembre de 2002, de
la Delegación Provincial de Córdoba, por la que se
acuerda la publicación de subvenciones concedidas
a Corporaciones Locales al amparo de la Orden que
se cita sobre Mejora de las Infraestructuras Agrarias
de Andalucía.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 109 de
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública
de la Comunidad de Andalucía, procede hacer públicas las

subvenciones concedidas por esta Delegación Provincial, al
amparo de la Orden de la Consejería de Agricultura y Pesca
de 22 de mayo de 2002, por la que se establecen medidas
para la mejora de Infraestructuras agrarias de Andalucía, y
en virtud de la delegación de competencias efectuada por el
Instituto Andaluz de Reforma Agraria en base al artículo 12
de la citada Orden de 22 de mayo de 2002, las cuales figuran
en el Anexo a la presente Resolución.

Córdoba, 12 diciembre de 2002.- La Delegada, M.ª del
Mar Giménez Guerrero.

RESOLUCION de 17 de diciembre de 2002, de
la Delegación Provincial de Málaga, por la que se hacen
públicas las subvenciones concedidas a las Agrupa-
ciones de Defensa Sanitaria en el ámbito Ganadero
(ADGS), para el período 2001/2002.

Mediante la Orden de 26 de diciembre de 1997, se regu-
lan las ayudas a los programas sanitarios de las Agrupaciones
de Defensa Sanitaria en el ámbito ganadero, la cual ha sido
modificada por la de 30 de julio de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley de 5/1983, de 19 de julio, de la Hacienda Pública
de Andalucía, procede hacer públicas las ayudas concedidas,
al amparo de la citada normativa, para el período 2001/2002,
las cuales figuran a continuación de la presente Resolución.

Programa y crédito presupuestario: 01.16.00.11.29.
78204.71B.0.

ADS Porcino Teba: 36.661,00 euros.
ADS Guadalvac: 7.582,45 euros.
ADS El Torcal: 117.996,25 euros.
ADS Trabuco-Rosario: 34.294,19 euros.
ADS Serranía de Ronda: 128.655,74 euros.
ADS Axarquía: 34.284,61 euros.

Programa y crédito presupuestario: 11.16.00.11.29.
78200.71.B.0.2001.

ADS Costa del Sol: 27.658,96 euros.
ADS Guadalhorce: 43.885,21 euros.
ADS Valle del Sol: 10.445,76 euros.
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Programa y crédito presupuestario: 0.1.16.00.15.29.
78204.71B0.

ADS Sierra de Yeguas: 21.107,12 euros.
ADS. Campillos: 83.370,72 euros.
ADS Almargen: 58.363,11 euros.
ADS Sierra de Yeguas: 24.194,85 euros.
ADS Valle del Sol (complementario): 6.207,71 euros.
ADS Guadalhorce Porcino: 25.600,53 euros.
ADS Antequera y Comarca: 14.731,60 euros.
ADS Los Montes de Málaga: 26.283,62 euros.

Málaga, 17 de diciembre de 2002.- El Delegado, José
M.ª Rodríguez Gómez.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 21 de marzo de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica a
los posibles interesados la interposición de recurso con-
tencioso-administrativo núm. PA 61/03 ante el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Uno de Sevilla, sito en C/ Vermondo Resta s/n, Edificio
Viapol, portal B planta 6.ª, se ha interpuesto por doña Rosario
Martel Gómez recurso contencioso-administrativo núm. P.A.
61/2003 contra Resolución de 5 de junio de 2002 de la
Dirección General de Gestión de Recursos Humanos, por la
que se resuelve la adjudicación definitiva de destinos del Pro-
cedimiento de Provisión de vacantes entre funcionarios docen-
tes pertenecientes a los Cuerpos de Profesores de Enseñanza
Secundaria, Profesores Técnicos de Formación Profesional y
Enseñanzas Artísticas e Idiomas, convocados por Orden que
se cita.

Por dicho órgano judicial se señala para la celebración
de la vista el día 3 de abril de 2003, a las 10,20 horas.

Publicándose la presente para notificación a todos los
posibles interesados y sirviendo de emplazamiento para, si
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer
ante dicho Juzgado en el plazo de nueve días.

Sevilla, 21 de marzo de 2003.- El Secretario General
Técnico, José Manuel Martín Rodríguez.

CONSEJERIA DE CULTURA

RESOLUCION de 6 de marzo de 2003, de la Direc-
ción General de Bienes Culturales, por la que se incoa
el procedimiento para la declaración y delimitación,
como Bien de Interés Cultural, con la categoría de
Zona Arqueológica, a favor del yacimiento arqueológico
Cerro de la Mora, sito en el término municipal de Mora-
leda de Zafayona, provincia de Granada.

I. En desarrollo de lo prescrito en el artículo 46 de la
Constitución Española, la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de
diciembre, del Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su
artículo 12.3, refiriéndose a los objetivos básicos de la Comu-
nidad Autónoma, establece entre ellos, afianzar la conciencia
de identidad colectiva mediante el conocimiento y difusión
de los valores culturales del pueblo andaluz, atribuyendo a
la misma, en el artículo 13.27 la competencia exclusiva en
materia de protección y conservación del patrimonio histórico.

Mediante Decreto 180/1984, de 19 de junio, se asignan
a la Consejería de Cultura las funciones y servicios transferidos
a la Junta de Andalucía en materia de Cultura. Así mismo,
el artículo 6.a) de la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patri-
monio Histórico Español, determina que se entenderán como
organismos competentes para la ejecución de la Ley, los que
en cada Comunidad Autónoma tengan a su cargo la protección
del patrimonio histórico.

En ejercicio de la competencia atribuida estatutariamente,
el Parlamento de Andalucía aprobó la Ley 1/1991, de 3 de
julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía, en la que entre
otros mecanismos de protección, se crea el Catálogo General
del Patrimonio Histórico Andaluz como instrumento para la
salvaguarda de los bienes en él inscritos, su consulta y divul-
gación, atribuyéndole a la Consejería de Cultura la formación
y conservación del mismo.

El artículo 2 del Reglamento de Organización Adminis-
trativa del Patrimonio Histórico de Andalucía, aprobado por
Decreto 4/1993, de 26 de enero, atribuye a la Consejería
de Cultura de la Junta de Andalucía, la competencia en la
formulación, seguimiento y ejecución de la política andaluza
de Bienes Culturales, referida a la tutela, enriquecimiento y
difusión del Patrimonio Histórico Andaluz, siendo, de acuerdo
con el artículo 5.3, el titular de la Dirección General de Bienes
Culturales, el órgano competente para incoar y tramitar los
procedimientos de declaración de Bienes de Interés Cultural.

II. El yacimiento arqueológico del Cerro de la Mora constituye
un claro ejemplo de ocupación antrópica continuada que se
inicia en el Bronce Argárico Tardío, entre el 1450-1300 a.C.,
y que sin solución de continuidad perdura hasta el siglo III
de nuestra era, momento en que por los cambios que se pro-
ducen en la sociedad tardorromana, tiene lugar su despo-
blamiento, manteniéndose usos funerarios esporádicos, y
actuaciones muy puntuales en época medieval. De toda esta
ocupación se han podido documentar restos de la época del
Bronce Argárico en la cima del cerro, y en sus laderas meri-
dional y oriental, importantes construcciones de época romana,
así como restos de la necrópolis en los aterrazamientos y en
los cultivos del área oriental.

La importancia cultural del yacimiento, en el que es posi-
ble estudiar la evolución de las distintas fases históricas que
sobre el mismo se han desarrollado, lo convierte en un excep-
cional lugar para el estudio del paso de la Prehistoria a la
Protohistoria, del impacto de las colonias fenicias sobre estas
poblaciones, y de las transformaciones que estos contactos
produjeron en el mundo ibérico, que condujeron a la incor-
poración de estas tierras al mundo mediterráneo, proceso que
se culmina con la romanización.

A estas circunstancias culturales, se añaden las carac-
terísticas paisajísticas. El Cerro, que posee una altura de 571
metros, se sitúa junto a la margen izquierda del río Genil,
presentando una fuerte pendiente en la ladera septentrional,
mientras que la meridional es suave y conecta por medio de
una vaguada con la del Cerro de la Miel, que posee una altura
de 570 metros. La zona se encuentra incluida en el Plan
Especial de Protección del Medio Físico de Granada aprobado
por Resolución de la Consejería de Política Territorial de 6
de marzo de 1987, publicada en el BOJA, número 25 de
25 de marzo de 1987, dentro de la categoría de Paisaje Agrario
Singular, en atención a su notable singularidad productiva,
condicionada por determinantes geográficos y/o por el man-
tenimiento de interés social y ambiental, a los que ahora se
añaden los culturales.

Por tanto, vista la propuesta formulada por el Servicio
de Protección del Patrimonio Histórico, y de conformidad con
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lo establecido en el artículo 9.1 y 2 de la Ley 16/1985, de
25 de junio del Patrimonio Histórico Español y en el ejercicio
de sus competencias según lo establecido en el artículo 5.3
del Decreto 4/1993, de 26 de enero, que aprueba el Regla-
mento de Organización Administrativa del Patrimonio Histórico
de Andalucía.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Incoar el procedimiento para la declaración y
delimitación del Bien de Interés Cultural constituido por la
Zona Arqueológica del Cerro de la Mora, sito en el término
municipal de Moraleda de Zafayona, provincia de Granada,
cuya identificación, descripción y delimitación literal y gráfica
figuran en el Anexo a la presente Resolución.

Segundo. Proceder, a la anotación provisional de bien
y el entorno en el Catálogo General del Patrimonio Histórico
Andaluz, así como a su anotación preventiva en el Registro
General de Bienes de Interés Cultural del Ministerio de Edu-
cación, Cultura y Deporte.

Tercero. Tramitar el expediente a través de la Delegación
Provincial de Cultura de Granada.

Cuarto. Hacer saber al Ayuntamiento de Moraleda de Zafa-
yona que según lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley
16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español
debe procederse a la suspensión de las correspondientes licen-
cias municipales de parcelación, edificación y demolición en
las zonas afectadas, así como de los efectos de las ya otorgadas.
Las obras que por razón de fuerza mayor hubieran de realizarse
en tales zonas con carácter inaplazable, deberán contar en
todo caso, con la autorización previa de esta Dirección General.

Quinto. Hacer saber a los propietarios, titulares de dere-
chos o simples poseedores del bien, que tienen el deber de
conservarlo, mantenerlo y custodiarlo de manera que se garan-
tice la salvaguarda de sus valores. Asimismo, deberán permitir
su inspección por las personas y órganos competentes de la
Junta de Andalucía, así como su estudio por los investigadores,
previa solicitud razonada de éstos.

Publíquese la presente Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y en el Boletín Oficial del Estado,
sirviendo dicha publicación de notificación a los efectos esta-
blecidos en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 6 de marzo de 2003.- El Director General, Julián
Martínez García.

A N E X O

Denominación.
Cerro de la Mora.

Localización.
a) Provincia: Granada.
b) Municipio: Moraleda de Zafayona.

Descripción.
El yacimiento del Cerro de la Mora, localizado en la lla-

mada Depresión de Loja, Surco Intrabético, se sitúa en la
vega norte de Granada, a unos cuatro kilómetros del municipio
de Moraleda de Zafayona en dirección noreste, en un cerro
junto a la margen izquierda del río Genil y a unos trescientos
metros del Cortijo de la Barandilla.

Tiene una altura de 571 metros sobre el nivel del mar
y de 82 metros respecto al río Genil, presenta una fuerte pen-
diente en la ladera septentrional mientras que la meridional
es suave y conecta por medio de una vaguada con la del
Cerro de la Miel, el cual tiene una altura de 570 metros sobre
el nivel del mar. Se halla integrado en un paisaje característico
de vega en el que destacan distintas lomas de altura media,
como los mencionados cerros. En este paisaje se alternan
los cultivos de regadío y el olivar para dejar paso en las zonas
altas de los cerros a una vegetación muy antropizada en la
que el estrato arbóreo ha desaparecido y domina el matorral
y la vegetación adaptada a la escasez de lluvia.

La ocupación antrópica se desarrolla por toda la superficie
del cerro, predominando en la cima, ladera septentrional y
a los pies del cerro junto al río. Iniciada en un Bronce Argárico
Tardío (1450-1300 a.C.), momento en el que se ocupa tanto
la cima como los pies, tendrá una continuación sin ningún
hiatus hasta el siglo III d.C., momento en el que unido a
la crisis del imperio romano la población se dispersa de los
grandes núcleos, de estos últimos momentos se conoce su
utilización esporádica como lugar funerario. De época pos-
terior, visigoda y medieval, datan algunas actuaciones pun-
tuales sobre el asentamiento.

En el Cerro de la Miel, al sur del Cerro de la Mora se
ha podido documentar en su cima una ocupación esporádica
del Bronce Final, mientras que en la ladera meridional y oriental
se pueden apreciar importantes muros y restos de cultura mate-
rial de época romana, tanto en los perfiles cortados para la
construcción de una acequia y de aterrazamientos como en
los cultivos del área oriental, donde el arado ha sacado a
la luz restos de la necrópolis romana.

Nos ofrece este yacimiento el desarrollo de una serie de
culturas, Bronce Argárico, Bronce Tardío, Bronce Final, Pro-
toibérico, Ibérico Inicial, Pleno y Tardío y Romano de época
republicana e imperial, en sus 17 metros de potencia estra-
tigráfica que posibilita el estudio de las grandes transforma-
ciones sociales, económicas y políticas que han supuesto las
colonizaciones, la gestación de los pueblos ibéricos y la roma-
nización de la la Península.

Delimitación de la zona arqueológica.
La Zona Arqueológica del yacimiento arqueológico de

Cerro de la Mora, en Moraleda de Zafayona, provincia de Gra-
nada, queda delimitada mediante un área poligonal, siendo
sus lados los límites de la misma y teniendo como vértices
las siguientes coordenadas UTM:

A. 412.885 - 4.118.770
B. 412.995 - 4.118.700
C. 412.990 - 4.118.550
D. 413.060 - 4.118.500
E. 413.130 - 4.118.240
F. 413.100 - 4.118.170
G. 412.670 - 4.118.175
H. 412.665 - 4.118.570

Delimitación del entorno.
El entorno del Cerro de la Mora queda delimitado mediante

un área poligonal, siendo sus lados los límites de la misma
y teniendo como vértices las siguientes coordenadas:

1. 413.160 - 4.118.475
2. 413.460 - 4.118.630
3. 413.485 - 4.118.215
4. 413.000 - 4.118.000
5. 412.525 - 4.118.000
6. 412.510 - 4.118.560
7. 412.645 - 4.118.640
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8. 412.660 - 4.118.890
9. 412.900 - 4.118.905

Parcelas afectadas.
Las parcelas afectadas por la delimitación de la Zona

Arqueológica del Cerro de la Mora se sitúan en el polígono 3,
hoja 1 del término municipal de Moraleda de Zafayona.

Parcela 32: Afectada parcialmente.
Parcela 41: Afectada parcialmente.
Parcela 44: Afectada parcialmente.

Las parcelas afectadas por la delimitación de Entorno del
Cerro de la Mora se sitúan en el polígono 3, hoja 1 del término
municipal de Moraleda de Zafayona.

Parcela 28: Afectada parcialmente.
Parcela 31: Afectada parcialmente.
Parcela 32: Afectada parcialmente.
Parcela 40: Afectada parcialmente.
Parcela 41: Afectada parcialmente.
Parcela 43: Afectada parcialmente.
Parcela 44: Afectada parcialmente.
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 7 de marzo de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se emplaza a
los terceros interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 25/03, interpuesto por doña Antonia
Santiago Ragel, ante el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. Uno de Cádiz.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
Uno de Cádiz, se ha interpuesto por doña Antonia Santiago
Ragel, recurso núm. 25/03, contra la Resolución de la Vice-
consejera de fecha 30 de octubre de 2002, por la que se
desestima el recurso de Alzada interpuesto contra la Resolución
de la Delegación Provincial de Medio Ambiente en Cádiz, de
fecha 6 de marzo de 2002, recaída en el Expediente San-
cionador núm. CA-2001/873/AG.MA/EP, instruido por infrac-
ción administrativa a la normativa vigente en materia de Espa-
cios Naturales Protegidos, y a tenor de lo dispuesto en el
artículo 49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 25/03.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado,
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 7 de marzo de
2003.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

RESOLUCION de 11 de marzo de 2003, de la
Dirección General de Prevención y Calidad Ambiental,
por la que se hacen públicas las subvenciones con-
cedidas en el marco del convenio que se cita.

El 19 de septiembre de 2001 se suscribió el Convenio
Marco entre la Consejería de Medio Ambiente y la Asociación
de Fabricantes de Cemento de Andalucía para la colaboración
en la adaptación ambiental de las empresas del sector radi-
cadas en Andalucía, con el objeto de otorgar subvenciones
a aquellas empresas del sector radicadas en Andalucía que
adopten medidas encaminadas a reducir la contaminación por

debajo de los límites legalmente establecidos, acogiéndose al
Programa 44B y Aplicación Presupuestaría 17.770.00, siendo
el 25% de la cuantía fondos propios de la Junta de Andalucía
y el 75% Fondos Europeos de Desarrollo Regional.

Vistas las subvenciones tramitadas en el marco del citado
Convenio, y en aplicación del artículo 109 de la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, se hacen públicas las subvenciones concedidas a su
amparo en el año 2002, que figuran como anexo a la presente
Resolución.

A N E X O

Expte. Empresa Subvención aprobada

473 Holcim Carbonera 590.787,94 E
470 Holcim Gador 263.815,12 E
466 Lafarge Asland Niebla 144.046,95 E
471 Holcim Jerez de la Frontera 278.522,48 E
467 Lafarge Asland Córdoba 324.742,63 E
468 Holcim Torredonjimeno 121.161,20 E
472 Sociedad Financiera y Minera 189.613,50 E
469 Cementos Atlántico 546.590,45 E

Sevilla, 11 de marzo de 2003.- El Director General, Juan
Espadas Cejas.

CONSEJERIA DE ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 3 de marzo de 2003, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se notifica
a las posibles interesadas la interposición de recurso
contencioso-administrativo núm. PA 628/2002.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. Uno de Málaga sito en Alameda Principal núm. 16,
se ha interpuesto por la Central Sindical Independiente y de
Funcionarios (CSI-CSIF) recurso Contencioso-Administrativo
núm. PA 628/2002 relativo a la provisión del puesto de trabajo
denominado Director en la Residencia de Pensionistas de
Estepona.

Por dicho órgano judicial se señala para la celebración
de la vista el día 26 de junio de 2003 a las 13,30 horas.
Publicándose la presente para notificación a todos los posibles
interesados y sirviendo de emplazamiento para, si lo estimasen
conveniente a sus intereses, puedan comparecer ante dicho
Juzgado en el plazo de nueve días.

Málaga, 3 de marzo de 2003.- La Delegada, Ana Paula
Montero Barquero.
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4. Administración de Justicia

TRIBUNAL DE CUENTAS

EDICTO dimanante del procedimiento de reintegro
por alcance núm. A77/02. (PD. 1023/2003).

Por el presente se hace público, para dar cumplimiento
a lo acordado por el Excmo. Sr. Consejero de la Sección de
Enjuiciamiento del Tribunal de Cuentas por providencia de
fecha once de marzo de dos mil tres, dictada en el proce-
dimiento de reintegro por alcance núm. A77/02, del Ramo
de Corporaciones Locales (Ayuntamiento de Marbella), pro-
vincia de Málaga, que en dicho Tribunal se sigue juicio contable
con motivo del presunto descubierto producido en los fondos
públicos por valor indeterminado, como consecuencia de las
irregularidades detectadas en la gestión económica financiera
de la Sociedad Limitada Municipal Actividades Deportivas
2000, S.L., durante los años 1994 a 1999; lo cual se hace
saber con la finalidad de que los legalmente habilitados para
el mantenimiento u oposición a la pretensión de responsa-
bilidad contable puedan comparecer en los autos personán-
dose en forma dentro del plazo de nueve días.

En Madrid, a once de marzo de dos mil tres.- El Letrado
Secretario.

AUDIENCIA PROVINCIAL DE ALMERIA

EDICTO de la Sección Tercera, dimanante del rollo
de apelación núm. 133/2002. (PD. 1011/2003).

NIG: 0401337C20020000394.
Núm. procedimiento: Ap. Civil 133/2002.
Asunto: 300271/2002.
Autos de: Procedimientos Hipotecarios. Art. 131 L.H.

204/1998.
Juzgado de origen: Juzgado de Primera Instancia e Ins-

trucción núm. Dos de Berja.
Apelante: Unicaja.
Procuradora: Fernández Valero, Isabel.
Abogado: Almansa Díaz, Francisco.
Demandados rebeldes: Angeles Domínguez Juárez y Anto-

nio Guirado Jiménez.

E D I C T O

Audiencia Provincial de Almería-Sección 3.ª recurso Ap.
Civil 133/2002 sobre procedimiento del art. 131 de la Ley
Hipotecaria núm. 204/98.

En el recurso referenciado, se ha dictado la resolución
cuyos «Hechos» y «Parte Dispositiva» son del tenor literal
siguiente:

«A U T O

En Almería, a 29 de julio de 2002.

H E C H O S

Primero. Por el Procurador don José Alcoba Enríquez,
en nombre y representación de Montes de Piedad y Caja de
Ahorros de Ronda, Cádiz, Almería, Málaga y Antequera (Uni-
caja) se formalizó, tras los trámites legalmente establecidos,
recurso de apelación contra el auto de fecha 4 de octubre
de 2001, dictado en el procedimiento del art. 131 de la Ley

Hipotecaria núm. 204/98, que desestimaba el recurso de repo-
sición formulado por esa parte, a la providencia de fecha 3
de julio de 2001, que acordaba dejar sin efecto la cesión
aprobada por el Juzgado, al no haberse consignado cantidad
alguna en el procedimiento de conformidad con el núm. 14
del art. 131 de la Ley Hipotecaria. A dicho recurso de repo-
sición se adjuntaba el resguardo de la consignación de la can-
tidad que consideraba pertinente Unicaja, por importe de
108.262 pesetas.

Segundo. De dicho recurso, no se dio traslado a ninguna
otra parte al no existir nadie personado en las actuaciones,
a excepción de la apelante.

Una vez remitidas las actuaciones a esta Audiencia Pro-
vincial, fueron turnadas, correspondiendo su conocimiento a
esta Sección Tercera, donde se registró y designó Ponente,
y no habiéndose solicitado prueba, ni estimándose necesaria
la celebración de vista, se señaló para votación y fallo el 25
de julio, quedando pendiente del dictado de la presente
resolución.

Es Ponente la Ilma. Sra. Magistrada doña María Dolores
Manrique Ortega.»

«PARTE DISPOSITIVA

La Sala acuerda: debemos estimar y estimamos el recurso
de apelación interpuesto por Unicaja contra el auto de fecha
4 de octubre de 2001, que queda revocado íntegramente,
acordándose en su lugar mantener la validez de la cesión
de remate realizada por la entidad acreedora Unicaja, a favor
de Adrafaro de Promociones, S.L. Sin imposición de costas.»

En atención al desconocimiento del actual domicilio o
residencia de la parte demandada rebelde, por providencia
de 20 de febrero de 2003 el Tribunal, de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 156.4 y 164 de la Ley 1/2000,
de Enjuiciamiento Civil, ha acordado la publicación del pre-
sente edicto en el tablón de anuncios del Tribunal y en Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía para llevar a efecto la diligencia
de notificación.

En Almería, a veinticuatro de febrero de dos mil tres.-
La Secretaria Judicial.

AUDIENCIA PROVINCIAL DE MALAGA

EDICTO de la Sección Cuarta, dimanante del rollo
de apelación núm. 646/2001. (PD. 1010/2003).

N.I.G.: 2906737C20010001764.
Núm. Procedimiento: Rollo Apelación Civil 646/2001.
Asunto: 400776/2001.
Autos de: Menor Cuantía 315/1997.
Juzgado de origen: Juzg. núm. Dos de Torrox.
Negociado: B.
Apelantes: Antonio Alvarez Gutiérrez y Adolfo Santaolalla

Alvarez.
Procurador: Silberman Montañez, Lloyd.
Abogado: Fernández Durán, Serafín.
Apelados: Rafael Moreno Zorrilla, Encarnación Bueno

Muñoz, Comunidad Regantes San Isidro, Sociedad Azucarera
Larios, S.A., Francisco y José Moreno Ortigosa, María Pilar
Clavero Moreno, Francisca Romero Valenzuela, Carmen Corriz
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Montolio, Miguel Broncano Rodríguez y esposa, hermanos Jai-
me Jiménez y personas físicas o jurídicas con interés directo
o indirecto.

Procuradores: García Sánchez-Biedma, Juan, Rosa Caña-
das, Rafael, ...

Abogados: Guerrero Revuelta, Ricardo, Gómez Otero,
Rafael, ...

E D I C T O

El Iltmo. Sr. D. Manuel Torres Vela, Presidente de la Sec-
ción Cuarta de la Audiencia Provincial de Málaga, hace saber:

Que en esta Sala que presido se sigue rollo de apelación
civil núm. 646/01, dimanante de juicio de menor cuantía
núm. 315/97 del Juzgado de Primera Instancia núm. Dos
de Torrox, en el que ha recaído sentencia cuyo encabezamiento
y parte dispositiva son del tenor literal siguiente:

SENTENCIA NUM. 53

En la ciudad de Málaga a treinta de enero de dos mil
tres.

Visto, por la Sección 4.ª de esta Audiencia, integrada
por los Magistrados indicados al margen, el recurso de ape-
lación interpuesto contra la sentencia dictada en juicio de
Menor Cuantía seguido en el Juzgado de referencia. Interpone
el recurso Antonio Alvarez Gutiérrez y Adolfo Santaolalla Alvarez
que en la instancia fuera parte demandante y comparece en
esta alzada representado por el Procurador don Silberman
Montañez, Lloyd. Es parte recurrida Rafael Moreno Zorrilla,
que comparece en esta alzada representado por el Procurador
don Juan García Sánchez Biedma; Encarnación Bueno Muñoz,
representada en esta alzada por el Procurador don Rafael Rosa
Cañadas; Comunidad de Regantes San Isidro, Sociedad Azu-
carera Larios, S.A., Francisco y José Moreno Ortigosa, María
Pilar Clavero Moreno, Francisca Romero Valenzuela, Carmen
Corriz Montolio, Miguel Broncano Rodríguez y esposa, her-
manos Jaime Jiménez y personas físicas o jurídicas con interés
directo o indirecto, que en la instancia han litigado como parte
demandada.

F A L L A M O S

Que, desestimando tanto el recurso de apelación inter-
puesto por el Procurador Sr. Silbermann Montañez en nombre
y representación de don Antonio Alvarez Gutiérrez y don Adolfo
Santaolalla Alvarez como el adhesivo planteado por el Pro-
curador de los Tribunales Sr. Rosa Cañadas en nombre y repre-
sentación de doña Encarnación Bueno Muñoz contra la sen-
tencia dictada en fecha 13 de mayo de 2000 por el Juzgado
de Primera Instancia núm. Dos de Torrox en el juicio de menor
cuantía núm. 315/97 del que este rollo dimana, debemos
confirmar y confirmamos íntegramente dicha resolución dando
por reproducidos cuantos pronunciamientos contiene en su
parte dispositiva, con expresa imposición de las costas cau-
sadas en esta alzada a las apelantes por sus respectivos
recursos.

Y para que sirva de notificación en legal forma a los ape-
lados don Miguel Broncado Rodríguez y esposa y contra aque-
llos colindantes y terceras personas, físicas o jurídicas, que
pudieran considerarse con interés directo o indirecto en este
pleito, expido el presente en Málaga a tres de marzo de
2003.- El Presidente, la Secretaria.

EDICTO de la Sección Cuarta dimanante del rollo
de apelación núm. 1039/2000. (PD. 1024/2003).

NIG: 2906737C20000000520.
Núm. Procedimiento: Rollo Apelación Civil 1039/2000.
Asunto: 400180/2000.
Autos de: Tercerías 758/1995.
Juzgado de origen: Juzg. de 1.ª Instancia 1 de Málaga.
Negociado: B.
Apelante: Tesorería General de la Seguridad Social.
Abogado: Marqués Falgueras, Miguel.
Apelado: Renault Leasing España S.A. y Palcre, S.L.
Procurador: Ballenilla Ros, Pedro.
Abogado: Arrupe Ferreira, Joaquín Alberto.

El Ilmo. Sr. don Manuel Torres Vela, Presidente de la
Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Málaga, hace
saber:

Que en esta Sala que presido se sigue rollo de apelación
civil núm. 1039/00, dimanante de juicio de tercería de dominio
núm. 758/95 del Juzgado de Primera Instancia núm. Uno
de Málaga, en el que ha recaído sentencia cuyo encabeza-
miento y parte dispositiva son del tenor literal siguiente:

SENTENCIA NUM. 968

En la ciudad de Málaga a catorce de noviembre de dos
mil dos.

Visto, por la Sección 4.ª de esta Audiencia, integrada
por los Magistrados indicados al margen, el recurso de ape-
lación interpuesto contra la sentencia dictada en juicio de Ter-
cerías seguido en el Juzgado de referencia. Interpone el recurso
Tesorería General de la Seguridad Social que en la instancia
fuera parte demandada y comparece en esta alzada defendido
por el Letrado don Miguel Marqués Falgueras. Es parte recurri-
da Renault Leasing España S.A. que está representada por
el Procurador don Pedro Ballenilla Ros y defendido por el
Letrado don Joaquín Alberto Arrupe Ferreira, que en la ins-
tancia ha litigado como parte demandante. Encontrándose en
situación procesal de rebeldía Mercantil Palcre, S.L. que en
la instancia ha litigado como demandado.

F A L L A M O S

Que desestimando el recurso de apelación interpuesto por
la Tesorería de la Seguridad Social, contra sentencia de 12
de enero de 2000 del Juzgado de Primera Instancia núm.
Uno de Málaga, dictada en los autos de referencia, debemos
confirmar y confirmamos la resolución recurrida, imponiendo
a la parte apelante las costas de la segunda instancia.

Y para que sirva de notificación en legal forma al apelado
Palcre S.L., expido el presente en Málaga a tres de marzo
de 2003.- El Presidente, La Secretaria.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. UNO
DE MALAGA

EDICTO dimanante del juicio de cognición núm.
537/2000. (PD. 1025/2003).

N.I.G.: 2906742C20001000661.
Procedimiento: Juicio de Cognición 537/2000. Nego-

ciado:
De: Montes de Piedad y Caja de Ahorros de Ronda, Cádiz,

Almería, Málaga y Antequera (Unicaja).


